
ARTICULOS 61, 111, 112 Y 114
CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Se informa a la asamblea que esta Presidencia recibió

de la Comisión de Puntos Constitucionales dictamen con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de los artículos 61, 111, 112 y 114 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de inmunidad de servidores públicos.
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El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: De conformidad con lo que establece el artículo 87 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple la de-
claratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto que reforma la fracción
III del artículo 464 Ter de la Ley General de Salud. 

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que
reforma la fracción III del artículo 464 Ter de la Ley Ge-
neral de Salud

Honorable Asamblea:

La Comisión de Salud de la LXII Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, nu-
merales 6, incisos e) y f), y 7 y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción
I, y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados y demás relativos de dicho ordena-
miento, presentan el siguiente dictamen.

I. Antecedentes

1. Con fecha 8 de marzo de 2012, el diputado Carlos Al-
berto Ezeta Salcedo, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México, presentó iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo 464 Ter
de la Ley General de Salud.

2. Con la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión
de Salud para su análisis y dictamen correspondiente.

3. Según establece el acuerdo relativo a los dictámenes en
poder de la Mesa Directiva que no llegó a resolver el ple-
no de la LXI Legislatura, con fecha del 20 de noviembre de
2012, la Mesa Directiva turna el asunto a la Comisión de
Salud para emitir dictamen.

II. Metodología

La Comisión de Salud encargada del análisis y dictamen de
la iniciativa en comento, desarrollaron los trabajos corres-
pondientes conforme al procedimiento que a continuación
se describe:

En el apartado denominado “Antecedentes”, se da constan-
cia del trámite de inicio del proceso legislativo, así como
de la recepción y turno para el dictamen de la iniciativa.

En el apartado “Contenido de la iniciativa”, se exponen los
objetivos y se hace una descripción de la iniciativa en la
que se resume su contenido, motivos y alcances.

En las “Consideraciones”, los integrantes de la comisión
dictaminadora expresan los razonamientos y argumentos
por cada una de las adiciones planteadas, con base en los
cuales se sustenta el sentido del presente dictamen.

III. Contenido de la iniciativa

Aplicar una pena de uno a nueve años de prisión y multa
de veinte mil a cincuenta mil días de salario mínimo gene-
ral vigente en la zona económica de que se trate, a quien
venda u ofrezca en venta, comercie, distribuya o transpor-
te medicamentos, fármacos, materias primas o aditivos fal-
sificados, alterados, contaminados, adulterados o caducos,
ya sea en establecimientos o en cualquier otro lugar, o bien
venda u ofrezca en venta, comercie, distribuya o transporte
materiales para envase o empaque de medicamentos, fárma-
cos, materias primas o aditivos, sus leyendas, información
que contengan o números o claves de identificación, que se
encuentran falsificados, alterados o adulterados.

IV. Consideraciones

Primera. La Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos consagra el derecho a la salud en su párrafo ter-
cero del artículo 4o.:

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud…. y
establecerá la concurrencia de la federación y las entidades
federativas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Consti-
tución”.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de nor-
mas jurídicas de derecho social, que busca regular los me-
canismos y acciones para lograr que la protección de la sa-
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lud sea un bien tutelado por los diversos órdenes de go-
bierno, a través de la delimitación del campo de la activi-
dad gubernamental, social e individual, siendo ésta uno de
los principales elementos de justicia social.

El derecho a la protección de la salud, es un derecho social
y universal, independiente de la situación de vulnerabilidad
de sus destinatarios, ya que, además, es un elemento esen-
cial para que el Estado pueda sentar las bases para eliminar
la desigualdad existente entre los miembros de una socie-
dad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la cual
se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho a la pro-
tección de la salud, se considera a éste como una responsa-
bilidad compartida entre los diversos órdenes de gobierno,
el individuo y la sociedad en su conjunto.

Segunda. Al igual que los alimentos industrializados, las
medicinas cuentan con una fecha de caducidad que, des-
pués de rebasarla, se recomienda el desecho y la suspen-
sión del consumo. La vida útil de los medicamentos es es-
tablecida en pruebas que permiten a la industria y a las
autoridades determinar por cuánto tiempo y en condiciones
normales (o específicas, cuando, por ejemplo, requieren re-
frigeración) el producto sigue garantizando las mejores
condiciones de calidad y no hay riesgo de que el consumi-
dor sufra algún daño en su salud.

Se asegura que una vez pasada la fecha de vencimiento de
la caducidad, la mayoría de las preparaciones farmacéuti-
cas pierden eficacia y algunas pueden desarrollar un perfil
de reacción diferente y adversa en el organismo. En el me-
jor de los casos, un producto terapéutico ya caduco no ten-
drá efecto alguno para restablecer la salud. Desafortunada-
mente también se corre el riesgo de que la sustancia activa
haya modificado su composición –por desnaturalización,
oxidación o cualquier otro proceso– y entonces hay el pe-
ligro latente de que provoque daños colaterales que se aña-
dan al mal original que motivó su uso.

Tercera. Dentro de la exposición de motivos, el promo-
vente hace mención a que los medicamentos caducos no
deben ser utilizados para combatir una enfermedad, porque
se juega con la vida de quien los consume, especialmente
de mexicanos de escasos recursos, que no cuentan con se-
guridad social y que los han comprado en el mercado ne-
gro o en las mismas farmacias. Más aún, la Comisión Fe-
deral para la Protección contra Riesgos Sanitarios
(Cofepris) precisó que en el mercado se venden muestras

médicas que los laboratorios reparten para que sean entre-
gadas de manera gratuita a los pacientes, medicamentos ca-
ducos, fármacos del sector salud y medicinas piratas o fal-
sificadas.

Cabe mencionar que no hace mucho se aprobaron cambios
en el artículo 464 Ter de la Ley General de Salud, con lo
que se aumentaron las penas para quien adultere, falsifique,
contamine o altere medicamentos, fármacos, materias pri-
mas o aditivos de sus envases finales para uso o consumo
humanos o los fabrique sin los registros, licencias o autori-
zaciones o los venda. Este fue un gran avance contra la pi-
ratería de medicamentos, pero sobre todo lo fue en benefi-
cio de la salud de los mexicanos.

En este sentido, es importante que las mismas penas se es-
tablezcan para quienes vendan medicamentos caducos,
porque además de que su venta es un acto fraudulento, po-
ne en riesgo la salud de quien los consuma.

Cuarta. Con respecto a la reforma de la fracción III del ar-
tículo 464 Ter de la Ley General de Salud, es necesario
mencionar que la Ley General de Salud hace referencia a
los medicamentos caducos en su artículo 233:

Artículo 233. Quedan prohibidos la venta y suministro
de medicamentos con fecha de caducidad vencida.

Sin embargo, a pesar de que se prevé sanción en el artícu-
lo 421 de la misma ley –con una multa equivalente de seis
mil hasta doce mil veces el salario mínimo general vigente
en la zona económica de que se trate– este castigo no es su-
ficiente dada la gravedad del tema en cuestión.

Quinta. En el artículo 464 Ter, el que se pretende reformar,
y al que se hace referencia en la exposición de motivos, se
establece lo siguiente:

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se aplica-
rán las penas que a continuación se mencionan, a la perso-
na o personas que realicen las siguientes conductas delicti-
vas:

I. y II. …

III. A quien venda u ofrezca en venta, comercie, distri-
buya o transporte medicamentos, fármacos, materias
primas o aditivos falsificados, alterados, contaminados
o adulterados, ya sea en establecimientos o en cualquier
otro lugar, o bien venda u ofrezca en venta, comercie,
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distribuya o transporte materiales para envase o empa-
que de medicamentos, fármacos, materias primas o adi-
tivos, sus leyendas, información que contenga números
o claves de identificación, que se encuentran falsifica-
dos, alterados o adulterados, le será impuesta una pena
de uno a nueve años de prisión y multa de veinte mil a
cincuenta mil días de salario mínimo general vigente en
la zona económica de que se trate.

Por lo tanto, como se mencionó en la exposición de motivos,
es necesario que se aplique la misma sanción a quienes ven-
dan o comercien con medicamentos caducos.

Sexta. Los integrantes de esta Comisión consideran que la
iniciativa en cuestión es viable debido a que su objetivo es
proteger a la población de los riesgos a la salud que repre-
senta la exposición y uso inadecuado de medicamentos ca-
ducos, además de proveer a la autoridad de más herra-
mientas para atacar el mercado negro de medicamentos que
existe en el país.

Por lo expuesto y para los efectos de lo dispuesto en el ar-
tículo 72, fracción a), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los integrantes de Comisión de
Salud de la LXII Legislatura sometemos a consideración
del pleno el siguiente proyecto de

Decreto que reforma la fracción III del artículo 464 Ter
de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 464
Ter de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se aplica-
rán las penas que a continuación se mencionan, a la perso-
na o personas que realicen las siguientes conductas delicti-
vas:

I. y II. …

III. A quien venda u ofrezca en venta, comercie, distri-
buya o transporte medicamentos, fármacos, materias
primas o aditivos falsificados, alterados, contaminados,
adulterados o caducos, ya sea en establecimientos o en
cualquier otro lugar, o bien venda u ofrezca en venta,
comercie, distribuya o transporte materiales para enva-
se o empaque de medicamentos, fármacos, materias pri-
mas o aditivos, sus leyendas, información que contenga
números o claves de identificación, que se encuentran
falsificados, alterados o adulterados, le será impuesta

una pena de uno a nueve años de prisión y multa de
veinte mil a cincuenta mil días de salario mínimo gene-
ral vigente en la zona económica de que se trate.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, a los 12 días del mes de diciembre del 2012.

La Comisión de Salud, diputados: Isaías Cortés Berumen (rúbrica),
presidente; Leobardo Alcalá Padilla (rúbrica), Francisco Javier Fer-
nández Clamont (rúbrica), María de las Nieves García Fernández (rú-
brica), Rosalba Gualito Castañeda (rúbrica), Alma Marina Vitela Ro-
dríguez (rúbrica), Mario Alberto Dávila Delgado (rúbrica), Eva Diego
Cruz (rúbrica), Antonio Sansores Sastré, Carla Alicia Padilla Ramos
(rúbrica), secretarios; Miguel Ángel Aguayo López (rúbrica), Alliet
Mariana Bautista Bravo, José Enrique Doger Guerrero, Rubén Benja-
mín Félix Hays (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rúbrica),
Lizbeth Loy Gamboa Song (rúbrica), Héctor García García (rúbrica),
Blanca Jiménez Castillo (rúbrica), Raquel Jiménez Cerrillo, Virginia
Victoria Martínez Gutiérrez (rúbrica), María del Carmen Martínez
Santillán (rúbrica), Martha Lucía Mícher Camarena (rúbrica), Ernesto
Núñez Aguilar, Marcelina Orta Coronado (rúbrica), Guadalupe del So-
corro Ortega Pacheco (rúbrica), Leslie Pantoja Hernández (rúbrica),
Zita Beatriz Pazzi Maza (rúbrica), Ernesto Alfonso Robledo Leal, Jes-
sica Salazar Trejo, Juan Ignacio Samperio Montaño.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Los grupos parlamentarios han acordado no tener ora-
dores, pero don Ricardo Monreal Ávila se ha inscrito y tie-
ne el uso de la voz.

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Ciudadano presi-
dente. Ciudadanos legisladores, ciudadanas legisladoras, el
derecho a la salud, consagrado en el párrafo tercero del ar-
tículo 4o. constitucional obliga al Estado, a través de los di-
ferentes órdenes de gobierno, a la protección de este dere-
cho fundamental.

Este derecho exige la generación de las condiciones por
medio de las cuales todos pueden vivir lo más saludable-
mente posible. Estas comisiones comprenden la disponibi-
lidad garantizada de servicio de salud, de trabajo saludable
y seguro, vivienda, pero además también alimentos y que
las instituciones de la República sirvan de manera correcta
a la ciudadanía.
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El derecho a la salud no debe limitarse al derecho de estar
sano, sino a la obligación del cuidado de sí mismo, porque
nosotros consideramos que México está atravesando por
una crisis en materia de salud.

Este dictamen contiene un agregado al artículo en comen-
to sobre la caducidad de las medicinas, medicamentos,
fármacos y que casi siempre caminan en detrimento de la
salud.

El aumentar y agregar esta expresión de la caducidad para
que la sanción pertinente a todos aquellos que venden,
transportan o comercializan fármacos en caducidad, se
aplique porque generan graves riesgos a la salud de los ciu-
dadanos.

En efecto, actualmente la venta de medicamentos en tian-
guis, bodegas, lugares clandestinos, incluso por Internet al-
canza un 23.3 por ciento del mercado de estos productos,
lo que representa alrededor de 582 mil 500 unidades, de
conformidad con datos del Cofepris.

Las cifras hablan por sí solas, la venta de fármacos y me-
dicamentos caducos es un problema que va en ascenso, sin
duda representa un conflicto legal, económico, de las polí-
ticas públicas, por lo cual el adecuar esta expresión el día
de ahora nos parece pertinente pero insuficiente.

Hace unos años éste fue un tema que discutimos en el Se-
nado, ¿cómo eliminar el mercado negro para la venta de
fármacos caducos, robados, falsificados, que provocan
quebranto a la salud de los mexicanos?

Quiero comentarles que la salud es el bien más preciado de
la humanidad, incluso en las grandes revueltas del país en
1810, en 1910, y ahora la historia se repite; las Revolucio-
nes de Independencia y Mexicana estuvieron precedidas
por crisis en la salud pública, por crisis sistémicas en ali-
mentos, en desempleo y en inseguridad.

Lamentablemente en el país el hecho de existir estos tian-
guis y lugares clandestinos de venta de fármacos caducos
son ahora una normalidad, y lo son porque en las institu-
ciones del país, como el ISSSTE, el IMSS, el Seguro Po-
pular, o los hospitales de las Secretarías de Salud en los es-
tados no tienen capacidad de abastecer ni de suministrar
medicamentos a los ciudadanos. Esto provoca el mercado
negro en tianguis y lugares clandestinos y provoca un que-
branto grave a la salud, por eso votaremos a favor de esta
disposición.

Consideramos que es insuficiente la medida; se requiere un
programa integral en materia de salud; estamos a la espera
del servicio universal de salud, que debe aplicarse por tra-
tarse de un compromiso de campaña. La sola aplicación del
programa universal de salud pública que ofreció el PRI en
campaña costará 1 billón de pesos.

Por eso lo que hacemos son pequeños parches, no está re-
solviéndose el problema de fondo. Votamos a favor, porque
nadie podría estar en contra de que se sancione a quien
venda fármacos caducos, es obvio, pero lo que requerimos
son medidas integrales en materia de salud pública para la
población nacional. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En virtud de que no hay reservas y de que no hay más
oradores, ábrase el sistema electrónico de votación, por
cinco minutos, a efecto de recabar votación nominal en lo
general y en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular.

(Votación)

Diputados, de viva voz, por favor.

El diputado Luis Alberto Villarreal García (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Ricardo Anaya Cortés (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (desde la
curul): A favor.

El diputado José González Morfín (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Julio César Moreno Rivera (desde la curul):
A favor.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Ciérre-
se el sistema electrónico de votación. Señora presidenta, se
emitieron 408 votos a favor.
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Presidencia de la diputada 
Patricia Elena Retamoza Vega

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Aprobado en lo general y en lo particular por 408 votos
el proyecto de decreto que reforma la fracción III del
artículo 464 Ter de la Ley General de Salud. Pasa al Se-
nado, para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que adiciona un párrafo se-
gundo al artículo 210 de la Ley General de Salud, en ma-
teria de etiquetado.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: «Dicta-
men de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo segundo al artículo 210 de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de etiquetado

Honorable Asamblea:

La Comisión de Salud de la LXII Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, nu-
merales 6, incisos e) y f), y 7, y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción
I, y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados y demás relativos de dicho ordena-
miento, presentan el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

1. Con fecha 22 de marzo del 2012, los diputados Miguel
Antonio Osuna Millán (PAN), Rodrigo Reina Liceaga
(PRI), Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez (PRD),
María Cristina Díaz Salazar (PRI), Marco Antonio García
Ayala (PRI), Antonio Benítez Lucho (PRI), Perla López
Loyo (PRI), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (PVEM), Jorge
Kahwagi Macari (Nueva Alianza) y María del Pilar Torre
Canales (Nueva Alianza), presentan iniciativa con proyec-

to de decreto por el que se reforma el artículo 210 de la Ley
General de Salud, en materia de etiquetado.

2. Con la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va dispuso que dicha Iniciativa fuera turnada a la Comisión
de Salud para su análisis y Dictamen correspondiente.

3. Según establece el Acuerdo relativo a los dictámenes en
poder de la Mesa Directiva que no llegó a resolver el Ple-
no de la LXI Legislatura, con fecha del 20 de Noviembre
de 2012, la Mesa Directiva turna el asunto a la Comisión
de Salud para emitir dictamen. 

II. Metodología

La Comisión de Salud, encargada del análisis y dictamen
de la iniciativa en comento, desarrollaron los trabajos co-
rrespondientes conforme al procedimiento que a continua-
ción se describe:

En el apartado denominado “Antecedentes”, se da constan-
cia del trámite de inicio del proceso legislativo, así como
de la recepción y turno para el dictamen de la iniciativa.

En el apartado “Contenido de la iniciativa”, se exponen los
objetivos y se hace una descripción de la iniciativa en la
que se resume su contenido, motivos y alcances.

En el apartado de “Proceso de análisis”, se da constancia
de reuniones realizadas por la Junta Directiva de la Comi-
sión, referentes al contenidos de la iniciativa.

En las “Consideraciones”, los integrantes de la comisión
dictaminadora expresan los razonamientos y argumentos
por cada una de las adiciones planteadas, con base en los
cuales se sustenta el sentido del presente dictamen. 

III. Contenido de la iniciativa

La iniciativa plantea plasmar en la Ley General de Salud,
el cumplimiento obligatorio de las disposiciones imple-
mentadas por la Secretaría de Salud en materia de etique-
tado de alimentos y bebidas pre envasadas para que de es-
te modo se evite el sesgo en su aplicación y se logre
estandarizar el mismo, de manera que constituya un verda-
dero apoyo a la población en general para realizar una ade-
cuada toma de decisiones al seleccionar alimentos que po-
sean un adecuado valor nutricional que coadyuve a una
dieta saludable, promueva el óptimo desempeño intelec-
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tual, el sano desarrollo en niños y jóvenes  y apoye la lucha
contra la obesidad.

Ley General de Salud 

Texto vigente 

Artículo 210. Los productos que deben expenderse em-
pacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebidas no
alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Secreta-
ría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de otras
dependencias competentes.

Presente iniciativa 

Artículo 210. Los productos que deben expenderse
empacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebidas
no alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Se-
cretaría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de
otras dependencias competentes.

Se establece con carácter de obligatoriedad la decla-
ración nutrimental obligatoria y la declaración nu-
trimental complementaria de la Norma Oficial Me-
xicana que se refiere al etiquetado de alimentos y
bebidas no alcohólicas pre-envasados, destinada a
informar al consumidor sobre las propiedades nutri-
mentales de un alimento o bebida no alcohólica pre-
envasada. 

IV. Consideraciones

Primera. Nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos consagra el derecho a la salud en su  pá-
rrafo tercero del artículo 4°: 

“Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud…. y establecerá la concurrencia de la federación y
las entidades federativas en materia de salubridad gene-
ral, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artí-
culo 73 de esta Constitución”.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de nor-
mas jurídicas de derecho social, que busca regular los me-
canismos y acciones para lograr que la protección de la sa-
lud sea un bien tutelado por los diversos órdenes de

gobierno, a través de la delimitación del campo de la acti-
vidad gubernamental, social e individual, siendo ésta uno
de los principales elementos de justicia social.

El derecho a la protección de la salud, es un derecho social
y universal, independiente de la situación de vulnerabilidad
de sus destinatarios, ya que, además, es un elemento esen-
cial para que el Estado pueda sentar las bases para eliminar
la desigualdad existente entre los miembros de una socie-
dad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la cual
se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho a la pro-
tección de la salud, se considera a éste como una responsa-
bilidad compartida entre los diversos órdenes de gobierno,
el individuo y la sociedad en su conjunto. 

Segunda. Debido a que la presente Iniciativa busca hacer
obligatoria la parte complementaria de la NOM que se ba-
sa en la  Norma Oficial Mexicana que se refiere al etique-
tado de alimentos y bebidas no alcohólicas pre-envasados,
destinada a informar al consumidor sobre las propiedades
nutrimentales de un alimento o bebida no alcohólica pre-
envasadas, a continuación señalamos la parte de la NOM
indicada de la Información obligatoria y complementaria:

“3.22 Información nutrimental

Toda descripción destinada a informar al consumidor sobre
las propiedades nutrimentales de un alimento o bebida no
alcohólica preenvasado. Comprende dos aspectos:

a) La declaración nutrimental obligatoria.

b) La declaración nutrimental complementaria.

…

4.2.8 Información nutrimental

4.2.8.1 La declaración nutrimental en la etiqueta de los
productos preenvasados es obligatoria.

4.2.8.2 Nutrimentos que deben ser declarados.

4.2.8.2.1 Es obligatorio declarar lo siguiente, con ex-
cepción de los alimentos y bebidas no alcohólicas pre-
envasados regulados por otros ordenamientos jurídicos
aplicables: 
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a) Contenido energético;

b) La cantidad de proteínas; 

c) La cantidad de hidratos de carbono o carbohidratos
disponibles, indicando la cantidad correspondiente a
azúcares;

d) La cantidad de grasas o lípidos, especificando la can-
tidad que corresponda a grasa saturada;

e) La cantidad de fibra dietética;

f) La cantidad de sodio;

g) La cantidad de cualquier otro nutrimento acerca del
cual se haga una declaración de propiedades;

h) La cantidad de cualquier otro nutrimento que se con-
sidere importante, regulado por los ordenamientos jurí-
dicos aplicables.

4.2.8.2.2 Cuando se haga una declaración específica de
propiedades referente a la cantidad o tipo de hidrato de
carbono o carbohidrato, podrán indicarse también las
cantidades de almidón y/u otros constituyentes de hi-
dratos de carbono.

4.2.8.2.3 Cuando se haga una declaración de propieda-
des con respecto a la cantidad o el tipo de ácidos grasos
o la cantidad de colesterol deben declararse las cantida-
des de: ácidos grasos trans, ácidos grasos monoinsatura-
dos, ácidos grasos poliinsaturados y colesterol.

4.2.8.2.4 Independientemente de lo establecido en el nu-
meral 4.2.8.1, quedan exceptuados de incluir la infor-
mación nutrimental los siguientes productos siempre y
cuando no incluyan alguna declaración de propiedades:

i. Productos que incluyan un solo ingrediente,

ii. Hierbas, especias o mezcla de ellas,

iii. Extractos de café, granos de café enteros o molidos
descafeinados o no,

iv. Infusiones de hierbas, té descafeinado o no, instantá-
neo y/o soluble que no contengan ingredientes añadidos,

v. Vinagres fermentados y sucedáneos,

vi. Aguas purificadas embotelladas, aguas minerales na-
turales.

4.2.8.3 Presentación de la información nutrimental

4.2.8.3.1 La declaración nutrimental debe hacerse en las
unidades que correspondan al Sistema General de Uni-
dades de Medida NOM-008-SCFI-2002, citada en el ca-
pítulo de referencias. Adicionalmente, se pueden emple-
ar otras unidades de medidas. Tratándose de fibra
dietética, vitaminas y nutrimentos inorgánicos (minera-
les), éstos se deben sujetar a lo establecido en el inciso
4.2.8.3.5

4.2.8.3.2 La declaración sobre el contenido energético
debe expresarse ya sea en kJ (kcal) por 100 g, o por 100
ml, o por porción en envases que contengan varias por-
ciones, o por envase cuando éste contiene sólo una por-
ción.

4.2.8.3.3 La declaración sobre la cantidad de proteínas,
hidratos de carbono (carbohidratos), lípidos (grasas), y
sodio que contienen los alimentos y bebidas no alcohó-
licas preenvasados debe expresarse en unidades de me-
dida por 100 g o por 100 mL o por porción o por enva-
se, si éste contiene sólo una porción.

4.2.8.3.4 La declaración numérica sobre fibra dietética,
vitaminas y nutrimentos inorgánicos (minerales) debe
expresarse en unidades de medida o en porcentaje de los
valores nutrimentales de referencia, o en ambos por 100
g, o por 100 mL, o por porción en envases que conten-
gan varias porciones, o por envase cuando éste contiene
sólo una porción.

4.2.8.3.5 Para estos casos, se debe emplear la siguiente
tabla de ingestión diaria sugerida e ingestión diaria re-
comendada, para la población mexicana según corres-
ponda.
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4.2.8.3.6. La información nutrimental puede presentarse
de la siguiente manera o análogas conforme lo indicado
en la tabla 3:

4.2.8.3.7 Tolerancias y cumplimiento

La Secretaría de Salud puede establecer límites de tole-
rancia en relación con las exigencias de salud pública,
en materia de la información nutrimental. La estabilidad
en almacén, la precisión de los análisis, el diverso gra-
do de elaboración y la inestabilidad y variabilidad pro-
pias del nutrimento en el producto, dependiendo de si el

nutrimento ha sido añadido al producto o se encuentra
naturalmente presente en él, se regularán a través de
normas oficiales mexicanas.

4.2.8.3.8 Los valores de composición bromatológica
que figuren en la declaración de nutrimentos del ali-
mento o bebida no alcohólica preenvasado, deben ser
valores medios ponderados derivados por análisis, bases
de datos o tablas reconocidas internacionalmente.

4.2.9 Declaración de propiedades nutrimentales

4.2.9.1 No obstante lo establecido en la presente norma,
toda declaración respecto de las propiedades nutrimen-
tales debe sujetarse a lo dispuesto en la NOM-086-
SSA1 (ver referencias).

4.2.10 Presentación de los requisitos obligatorios

4.2.10.1 Generalidades

4.2.10.1.1 Las etiquetas que ostenten los productos pre-
envasados deben fijarse de manera tal que permanezcan
disponibles hasta el momento del consumo en condicio-
nes normales, y deben aplicarse por cada unidad, enva-
se múltiple o colectivo.

4.2.10.1.2 Cuando la información comercial obligato-
ria de los alimentos o bebidas no alcohólicas preenva-
sados que van destinados al consumidor final se en-
cuentre en un envase múltiple o colectivo, no será
necesario que dicha información aparezca en la super-
ficie del producto individual. Sin embargo, la indica-
ción del lote y la fecha de caducidad o de consumo
preferente deben aparecer en los alimentos y bebidas
no alcohólicas preenvasados individuales. Además, en
los alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados se
debe indicar siempre en lo individual la leyenda “No
etiquetado para su venta individual”, cuando éstos no
tengan toda la información obligatoria o una frase
equivalente.

4.2.10.1.3 Los datos que deben aparecer en la etiqueta de-
ben indicarse con caracteres claros, visibles, indelebles y
en colores contrastantes, fáciles de leer por el consumidor
en circunstancias normales de compra y uso. 

El dato relativo al lote, fecha de caducidad o de consu-
mo preferente puede ser colocado en cualquier parte del
envase.
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4.2.10.1.4 Cuando el envase esté cubierto por una en-
voltura, debe figurar en ésta toda la información aplica-
ble, a menos de que la etiqueta del envase pueda leerse
fácilmente a través de la envoltura exterior.

4.2.10.1.5 Deben aparecer en la superficie principal de
exhibición del producto cuando menos la marca, la de-
claración de cantidad y la denominación del alimento o
bebida no alcohólica preenvasado y aquella cuya ubica-
ción se haya especificado. El resto de la información a
que se refiere esta Norma Oficial Mexicana, puede in-
corporarse en cualquier otra parte del envase.

4.2.11 Idioma

4.2.11.1 Los alimentos y bebidas no alcohólicas preen-
vasados deben ostentar la información obligatoria a que
se refiere esta Norma Oficial Mexicana en idioma espa-
ñol, sin perjuicio de que se exprese en otros idiomas.
Cuando la información se exprese en otros idiomas de-
be aparecer también en español, cuando menos con el
mismo tamaño y de manera igualmente ostensible.

4.2.11.2 La presentación de información o representa-
ción gráfica adicional en la etiqueta a la señalada en es-
ta Norma Oficial Mexicana, que puede estar presente en
otro idioma, es facultativa y, en su caso, no debe susti-
tuir, sino añadirse a los requisitos de etiquetado de la
presente Norma, siempre y cuando dicha información
resulte necesaria para evitar que se induzca a error o en-
gaño al consumidor.

4.3 Requisitos opcionales de información

4.3.1 Información nutrimental complementaria

El uso de información nutrimental complementaria, es-
crita o gráfica, en las etiquetas de los alimentos y bebi-
das no alcohólicas preenvasados es opcional y en nin-
gún caso debe sustituir la declaración de los
nutrimentos, excepto en los alimentos y bebidas no al-
cohólicas modificados en su composición, debiendo
cumplir con la NOM 086 SSA1 (Ver referencias).

4.3.1.1 Cuando se presente la declaración nutrimental
complementaria, debe aplicarse cualquiera de los si-
guientes criterios:

a) La inclusión de uno de los siguientes nutrimentos no
obliga a incluir uno de los otros y sólo se realiza si se

tiene asignado un VNR y el contenido de la porción es-
té por arriba del 5% de la VNR referido (ya sea IDR o
IDS):

Vitamina A (% VNR), Vitamina E (%VNR), Vitamina C
(% VNR), Vitamina B1 (Tiamina) (% VNR), Vitamina
B2 (Riboflavina) (%VNR), Vitamina B6 (Piridoxina)
(%VNR), Vitamina B12 (%VNR), Vitamina D (%VNR),
Vitamina K (%VNR), Acido pantoténico (%VNR), (Co-
balamina) (%VNR), Acido fólico (Folacina) (%VNR),
Niacina (Acido nicotínico) (%VNR), Calcio (%VNR),
Fósforo (% VNR), Magnesio (%VNR), Hierro (%VNR),
Zinc (%VNR), Yodo (%VNR). Cobre (%VNR), Cromo
(%VNR), Flúor (%VNR), Selenio (%VNR).

b) Todos o ninguno de los siguientes:

Grasa poliinsaturada ___ g; grasa monoinsaturada __ g;
ácidos grasos trans __ g; colesterol ___ mg.

c) La inclusión de uno de los siguientes no obliga a in-
cluir a los otros:

Almidones ___ g; polialcoholes ___ g; polidextrosas
___ g.

d) Al expresar los tipos de constituyentes de hidratos de
carbono (carbohidratos) y de grasas (lípidos) referidos
en 4.2.8.2.1, incisos c) y d) se debe anteponer el texto
del cual o de los cuales u otros análogos 

e) Número de porciones por presentación.

4.3.1.2 La información nutrimental complementaria
puede presentarse conforme a lo indicado en la tabla 4.

Tabla 4-Presentación de la declaración 
nutrimental complementaria

Nutrimentos/ Porcentaje del VNR (IDR o IDS)

Vitamina A______ %
Vitamina B1 (Tiamina)______ %
Vitamina B2 (Riboflavina)______ %
Vitamina B6 (Piridoxina)______ %
Vitamina B12 (Cobalamina)______ %
Vitamina C (Acido ascórbico)______ %
Niacina (Acido nicotínico)______ %
Acido fólico (Folacina)______ %
Hierro______ %
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4.3.2 Instrucciones para el uso.

La etiqueta debe contener las instrucciones de uso cuan-
do sean necesarias sobre el modo de empleo, incluida la
reconstitución, si es el caso, para asegurar una correcta
utilización del alimento o bebida no alcohólica preenva-
sado.

4.4 Información adicional

En la etiqueta puede presentarse cualquier información
o representación gráfica así como materia escrita, im-
presa o gráfica, siempre que no esté en contradicción
con los requisitos obligatorios de la presente norma, in-
cluidos los referentes a la declaración de propiedades
establecidos en el apartado 4.1.1.

4.4.1 Cuando se empleen designaciones de calidad, és-
tas deben ser fácilmente comprensibles, evitando ser
equívocas o engañosas en forma alguna para el consu-
midor.

4.4.2 Asimismo, en la etiqueta puede presentarse cual-
quier información o representación gráfica que indique
que el envase que contiene el alimento o bebida no al-
cohólica preenvasado no afecta al ambiente, evitando
que sea falsa o equívoca para el consumidor.”

Tercera. Se reforman el artículo 210 de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

– Artículo 210. Los productos que deben expenderse
empacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebidas no
alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Secreta-
ría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de otras
dependencias competentes.

Se establece con carácter de obligatoriedad la decla-
ración nutrimental obligatoria y la declaración nu-
trimental complementaria de la Norma Oficial Me-
xicana que se refiere al etiquetado de alimentos y
bebidas no alcohólicas pre-envasados, destinada a
informar al consumidor sobre las propiedades nutri-
mentales de un alimento o bebida no alcohólica pre-
envasada.

De lo anterior se advierte que las NOM’S están en un per-
manente cambio, por un constante avance tecnológico, por lo

que pueden ser inaplicables por alguna NOM emitida ulte-
riormente que trate sobre un tema de similar objeto; por lo an-
terior, es menester dispensar o modificar el texto adicionado
por lo que se refiere al número de NOM específico, con la
única y exclusiva finalidad de no reformar ni adicionar el pá-
rrafo segundo del precepto en comento de forma constante,
ya que toda Ley, por naturaleza, pretende ser perpetua y per-
manente. 

No obstante se sugiere no indicar de forma expresa la
NOM en específico, en caso de que se pretenda que algún
concepto, supuesto o hipótesis normativa contenida en las
NOMS, se incluya en la Ley General de Salud, entonces se
considera incorporar dicha hipótesis normativa, mas no la
NOM de referencia, por los razonamientos antes precisa-
dos. Dicho lo anterior se sugiere que quede como sigue:

– Artículo 210. Los productos que deben expenderse
empacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebidas no
alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Secreta-
ría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de otras
dependencias competentes.

Se establece con carácter de obligatoriedad incluir la
declaración nutrimental obligatoria del etiquetado y
cuando el producto reclame poseer propiedades
agregadas, deberá también acatarse el etiquetado
complementario.

Cuarta. La Iniciativa es viable con las siguientes modifi-
caciones:

Propuesta 

Artículo 210. Los productos que deben expenderse em-
pacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebidas no
alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Secreta-
ría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de otras
dependencias competentes.

Se establece con carácter de obligatoriedad la decla-
ración nutrimental obligatoria y la declaración nu-
trimental complementaria de la Norma Oficial Me-
xicana que se refiere al etiquetado de alimentos y
bebidas no alcohólicas pre-envasados, destinada a
informar al consumidor sobre las propiedades nutri-
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mentales de un alimento o bebida no alcohólica pre-
envasada. 

Modificación de propuesta 

Artículo 210. Los productos que deben expenderse em-
pacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables, y en el caso de alimentos y bebidas no
alcohólicas, éstas se emitirán a propuesta de la Secreta-
ría de Salud, sin menoscabo de las atribuciones de otras
dependencias competentes.

Se establece con carácter de obligatoriedad incluir la
declaración nutrimental obligatoria del etiquetado y
cuando el producto reclame poseer propiedades
agregadas, deberá también acatarse el etiquetado
complementario. 

Quinta.- Debido a la magnitud del problema actual con
respecto a la falta de educación con respecto al grave pro-
blema de sobrepeso y obesidad en México, y a la necesidad
imperante de colocar términos nuevos, innovadores, prác-
ticos y útiles para los mexicanos, los integrantes de esta
comisión concuerdan profundamente con el espíritu de la
Iniciativa en comento, y la consideran viable con modifi-
caciones. 

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de Comisión
de Salud de la LXII Legislatura sometemos a considera-
ción del pleno el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo al
artículo 210 de la Ley General de Salud, en materia de
etiquetado

Artículo Único: Se adiciona un párrafo segundo al artícu-
lo 210 de la Ley General de Salud, en materia de etiqueta-
do, para quedar como sigue:

Artículo 210. ...

Se establece con carácter de obligatoriedad incluir la
declaración nutrimental obligatoria del etiquetado y
cuando el producto reclame poseer propiedades agre-
gadas, deberá también acatarse al etiquetado comple-
mentario.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo, a los 12 días del mes de diciembre del 2012

La Comisión de Salud, diputados: Isaías Cortés Berumen (rúbrica),
presidente; Leobardo Alcalá Padilla, Francisco Javier Fernández Cla-
mont (rúbrica), María de las Nieves García Fernández (rúbrica), Ro-
salba Gualito Castañeda (rúbrica), Alma Marina Vitela Rodríguez (rú-
brica), Mario Alberto Dávila Delgado (rúbrica), Eva Diego Cruz
(rúbrica), Antonio Sansores Sastré, Carla Alicia Padilla Ramos (rúbri-
ca), secretarios; Miguel Ángel Aguayo López (rúbrica), Alliet Mariana
Bautista Bravo, José Enrique Doger Guerrero, Rubén Benjamín Félix
Hays (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rúbrica), Lizbeth
Loy Gamboa Song (rúbrica), Héctor García García (rúbrica), Blanca
Jiménez Castillo (rúbrica), Raquel Jiménez Cerrillo, Virginia Victoria
Martínez Gutiérrez (rúbrica), María del Carmen Martínez Santillán
(rúbrica), Martha Lucía Mícher Camarena (rúbrica), Ernesto Núñez
Aguilar, Marcelina Orta Coronado (rúbrica), Guadalupe del Socorro
Ortega Pacheco (rúbrica), Leslie Pantoja Hernández (rúbrica), Zita Be-
atriz Pazzi Maza, Ernesto Alfonso Robledo Leal, Jessica Salazar Tre-
jo, Juan Ignacio Samperio Montaño.»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Para este punto algunas fracciones parlamentarias ya fija-
ron su posicionamiento. En lista solamente tenemos al
diputado Gerardo Villanueva Albarrán, del Partido de Mo-
vimiento Ciudadano, quien tiene el uso de la voz, hasta por
cinco minutos.

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán: Existe un
uso desmedido, desregulado y concentrado de los medios
masivos de comunicación y esto ha generado una verdadera
anarquía en la producción de contenidos publicitarios y dis-
cursos audiovisuales destinados al mercado y a la genera-
ción de arquetipos sociales que orientan al consumo masivo.

Los productos chatarra han enriquecido a productores, dis-
tribuidores y anunciadores con la venta masiva de esas mer-
cancías. Para vender sus productos se esconden detrás de
artificios publicitarios, de personajes famosos y de necesi-
dades primordiales, e incluso la manipulación de emociones
con publicidad de contenidos sexistas y hasta discriminato-
rios, por lo que preocupa sobremanera que en afán de lucro
desmedido puedan omitir información relevante sobre las
consecuencias de sus productos y se debe hacer valer el de-
recho a la información, a la salud y a la vida.
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Es por eso que los diputados que formamos parte del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano hemos votado
este paquete de reformas y en particular ésta también la va-
mos a votar a favor.

Sin embargo, quiero hacer un llamado respetuoso pero
muy puntual a la Comisión de Salud de esta Cámara de Di-
putados. Les felicito que al día de hoy se estén llevando a
cabo estas reformas que son fundamentales y lo alarmante
es que hayan pasado tantos años sin que se hubiera hecho
nada al respecto. En buen momento; felicidades.

Pero quiero pedirles a mis compañeros diputados y compa-
ñeras diputadas que se pronuncien de manera muy clara, de
manera contundente, a este rumor que va creciendo y sigue
creciendo, que tiene que ver con el incremento al impues-
to al valor agregado que si ya de por sí es muy elevado el
16 por ciento, elevarlo un punto porcentual sería criminal
contra la economía popular de nuestro pueblo. Pero ade-
más se está planteando que el IVA se extendería a alimen-
tos, a transporte, a educación y a medicinas.

Necesitamos saber cuál es la posición de los representantes
del pueblo; los que están trabajando en esta comisión de la
Cámara de Diputados, y conocer si hay un rechazo contun-
dente a esta medida antipopular, o como ha sucedido en
otros temas, los representantes del pueblo se quedarán en
silencio.

Por otro lado, espero que así como el día de hoy estamos
votando a favor estas reformas a la Ley General de Salud
pronto reconstruyamos el sistema de seguridad social, que
en los últimos 30 años ha sufrido de un desmantelamiento
que padece el pueblo de México.

En el ISSSTE y en el IMSS no hay buena atención, no hay
medicinas y tenemos que corregir esto desde la Cámara de
Diputados, no nada más asignando los recursos suficientes,
sino garantizando con sanciones, si fuera necesario, de que
el pueblo enfermo no se nos muera por negligencia de
nuestras instituciones y por omisiones legislativas.

Espero que pronto en lugar de estar hablando del Seguro
Popular —que ni es seguro y ni es popular— estemos plan-
teando un sistema universal de salud.

Esos son los temas que muy pronto a mí, y muy segura-
mente a mi grupo parlamentario, le gustará votar a favor y
de manera unánime en esta tribuna y en esta Cámara de Di-
putados. Muchas gracias, diputada presidenta; es cuanto.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado. Agotada la lista de oradores y no ha-
biendo artículos reservados, se pide a la Secretaría que abra
el sistema electrónico, por cinco minutos, para proceder a
la votación en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: Háganse los avisos a que se refiere el artículo
144, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos. Ábrase el sistema electrónico, por cinco minutos, pa-
ra proceder a la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Nos visitan hoy de la Universidad Autónoma de Querétaro
estudiantes de la licenciatura en derecho e ingeniería, invi-
tados por el diputado Marcos Aguilar Vega. Sean ustedes
bienvenidos.

Saludamos a un grupo de mujeres de León, Guanajuato, in-
vitadas por la diputada Beatriz Eugenia Yamamoto Cáza-
res. Bienvenidas.

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: Ciérrese el sistema de votación electrónico. De
viva voz.

La diputada Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares (des-
de la curul): A favor.

El diputado Luis Alberto Villarreal García (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Ricardo Anaya Cortés (desde la curul): A
favor.

El diputado José González Morfín (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Federico José González Luna Bueno (desde
la curul): A favor.

El diputado Genaro Carreño Muro (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: Se emitieron 401 votos a favor, 0 en contra y 0
abstenciones.
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La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Aprobado en lo general y en lo particular por 401 votos
el proyecto de decreto que adiciona un párrafo segundo
al artículo 210 de la Ley General de Salud. Pasa al Se-
nado, para sus efectos constitucionales.

El siguiente punto del orden del día es dictámenes en sen-
tido negativo. 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSION 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables, con puntos de acuerdo por los que se de-
secha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 21 de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y; 80, 84, 85, 152, 157 numeral 1, fracción
I, 167, numeral 4, 180 y 182 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles somete a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados el presente dictamen en sentido negativo, al te-
nor de los siguientes

Antecedentes

I. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, en fecha 27 de septiembre
de 2012, el diputado Alberto García González, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó ini-
ciativa que reforma el artículo 21 de la Ley para la Inclu-
sión de Personas con Discapacidad.

II. En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, en uso de sus facultades, y mediante oficio nú-
mero D.G.P.L. 62-II-2-34 instruyó el turno de la iniciativa
a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables para el es-
tudio y dictamen.

III. La Presidencia de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables turnó a la Subcomisión Atención a Personas

con Discapacidad, el expediente para la elaboración de un
pre dictamen, con fundamento en el artículo 152 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

IV. Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables de esta LXII Legislatura, procedió al
análisis de la iniciativa y la elaboración del presente pre
dictamen.

Contenido de la iniciativa

1. El proponente propone la adición de una fracción IV y
recorrer la actual fracción IV para quedar como V, del artí-
culo 21 de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad.

2. La nueva IV fracción del artículo 21 de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, otor-
garía un apoyo económico bimestral equivalente a 30 días
de salario mínimo vigente en el área geográfica donde ha-
biten, a las familias en situación de pobreza o marginación,
que tengan entre sus miembros a alguna persona con dis-
capacidad permanente que limite su autonomía.

3. El proponente explica que esta propuesta del PAN fue
presentada en los mismos términos en la LXI Legislatura,
por la diputada Trinidad Luna Ruiz el 27 de septiembre de
2011 y que esta fue desechada el 16 julio de 2012 por la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.

4. En la exposición de motivos asegura que 5.1 por ciento
de la población del país sufre algún tipo de discapacidad,
según el censo del 2010 y que esta condición afecta las fa-
milias en pobreza por los costos de manutención y la im-
posibilidad de incorporarse al mercado laboral. Calcula
que “63 por ciento de la población con discapacidad se en-
cuentra en los dos quintiles de los hogares más pobres del
país, lo que demuestra la vulnerabilidad de este grupo de la
población y la necesidad de establecer acciones focalizadas
para contribuir a la igualdad de oportunidades y disminuir
los niveles de pobreza”.

5. Manifiesta que la responsabilidad deberá recaer en la Se-
cretaría de Desarrollo Social, en coordinación con el Con-
sejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, quienes definirán los lineamientos
para identificar y entregar el apoyo económico a las fami-
lias que se mencionan en la propuesta.
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Consideraciones

1. Esta Comisión de Atención a Grupos Vulnerables anali-
zó y discutió el contenido, así como la factibilidad econó-
mica de entregar un apoyo económico equivalente a 30 dí-
as de salario mínimo, bimestralmente,  a las familias de las
más de 5`000,000 de personas con discapacidad.

Estimando que el costo anual por persona, con base al sa-
lario mínimo actual en la zona “a” de 62.33 pesos, el bene-
ficio de 11 mil 219.4, a 5 millones de familias, representa-
ría un impacto anual en el Presupuesto de 56 mil 297
millones de pesos.

2. El gasto total programado y autorizado por la honorable
Cámara de Diputados durante el 2012 para el ramo 20, del
Desarrollo Social, fue de 84 mil 859 millones 857 mil 194
pesos. De aprobarse la propuesta, el monto que se destina-
ría a este programa equivaldría al 66.34 por ciento de lo
aprobado en el gasto. Igualmente, equivaldría a más de do-
ce veces el gasto aprobado para la educación superior, que
fue de 4 mil 428 millones 703 mil 273 pesos.

3. Si se tratara de limitar el beneficio a las familias del 63
por ciento de las personas en condición de discapacidad y
de pobreza, se estaría cometiendo una discriminación que
contraviene los principios generales de la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad y el ar-
tículo 5o. de ese documento, signado y ratificado por el Es-
tado mexicano.

4. Es de la opinión general que, en el caso de la discapaci-
dad, si ha de destinarse un presupuesto tan alto, debería ha-
cerlo para la atención y rehabilitación; la investigación mé-
dica y científica para la prevención y atención de la
discapacidad; la infraestructura hospitalaria y de centros de
rehabilitación; la creación de fondos específicos para la
atención de pacientes y campañas de prevención y con-
cientización de enfermedades prevenibles; etcétera.

Por lo expuesto, los diputados integrantes de la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables de la LXII Legislatura,
somete a la consideración del pleno de la Cámara de Dipu-
tados, los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 21 de la Ley General para la Inclu-
sión de Personas con Discapacidad, presentada por el dipu-

tado Alberto García González, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Segundo. Archívese el expediente como asunto resuelto y
totalmente concluido.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, el 12 de febrero de 2013.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Sosa Govea (rúbri-
ca), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernanda Schroeder Verdu-
go (rúbrica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Genaro
Carreño Muro (rúbrica en contra), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica
en contra), Josefina Salinas Pérez (rúbrica), secretarios; José Angelino
Caamal Mena (rúbrica), Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Ja-
vier Fernández Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song (rúbri-
ca), Mariana Dunayaska García Rojas (rúbrica en contra), Raquel Ji-
ménez Cerrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica), Roberto López
Rosado (rúbrica), Sonia Catalina Mercado Gallegos (rúbrica), María
Guadalupe Moctezuma Oviedo, Zita Beatriz Pazzi Maza (rúbrica),
Carmen Lucía Pérez Camarena (rúbrica en contra), María Rebeca Te-
rán Guevara (rúbrica), Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Eliza-
beth Vargas Martín del Campo.»

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, con puntos de acuerdo por los que se desecha
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores

Honorable Asamblea: 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 80, 84, 85, 152, 157, numeral 1, fracción
I, 167, numeral 4, 180 y 182 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles somete a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados el presente dictamen, en sentido negativo, al te-
nor de los siguientes 
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Antecedentes 

I. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, en fecha 19 de diciembre de 2012,
el Diputado José Angelino Caamal Mena del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza, presentó iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores. 

II. En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados en uso de sus facultades, y mediante oficio No.
DGPL62-II-5-316, instruyó el turno de la iniciativa a la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables para su estu-
dio y dictamen. 

III. La Presidencia de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, con fecha 20 de diciembre de 2012, turnó a la
Subcomisión de Atención a las Personas Adultas Mayores,
el expediente para la elaboración de un pre-dictamen con
fundamento en el Artículo 152 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados. 

IV. Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables de esta LXII Legislatura, procedió al aná-
lisis de la iniciativa y la elaboración del presente dictamen. 

Contenido de la iniciativa

1. El Diputado José Angelino Caamal Mena del Grupo Par-
lamentario Nueva Alianza, propone la adición de una letra
e minúscula a la fracción II; una letra d minúscula a la frac-
ción III; un párrafo segundo a la fracción V; una letra d a la
fracción VI; y un párrafo segundo a la fracción IX, todas
del artículo 5° y, una reforma a los artículos 9 y 10, todos de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. 

2. Explica el proponente que los Adultos Mayores consti-
tuyen una población que sufre malos tratos y abandono,
además de violencia física y psicológica, respecto de lo
cual al Estado Mexicano le atribuye la obligación de im-
plementar políticas públicas y mecanismos jurídicos para
hacer efectivos los derechos humanos de este sector de po-
blación. 

3. Argumenta el proponente que el objeto de su iniciativa
es que se garantice a los adultos mayores, que tendrán de-
recho de prelación según corresponda; el acceso a la admi-
nistración y procuración de justicia; el derecho a recibir in-
formación nutricional y alimentación complementaria; el
derecho a recibir apoyo directo por las autoridades labora-

les en caso de controversia por los servicios prestados; y, la
obligación de la autoridad para investigar las causas y efec-
tos del maltrato a esas personas. 

4. Propone insertar en la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores, un nuevo concepto de lo que debe
entenderse por alimentos, el cuál comprenderá además los
cuidados físicos, medicinales, nutricionales, culturales, re-
creativos, de esparcimiento, y en su caso, también los edu-
cativos y de procuración de los servicios de salud.

5. También se plantea insertar una definición de lo que de-
be entenderse por maltrato, considerando que lo existente
se presta a confusión.

Consideraciones

1. Esta Comisión de Atención a Grupos Vulnerables anali-
zó y discutió el contenido de la iniciativa sujeta a dictamen
y determinó que lo procedente es proponer al Pleno de la
Cámara de Diputados su desechamiento y el archivo del
expediente como asunto resuelto y totalmente concluido.

2. En efecto, las diputadas y los diputados integrantes de la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables estudiaron la
iniciativa, la analizaron y tomaron en consideración que el
concepto de alimentos que se propone en esta iniciativa,
contraviene lo establecido por el artículo 308 del Código
Civil Federal vigente, y, por otra parte se tomaron en con-
sideración que lo que se pretende regular con las adiciones
y reformas propuestas, ya se encuentra previsto por los or-
denamientos legales vigentes en forma tácita e incluso, de
manera expresa y que además, ya existen programas, polí-
ticas públicas y disposiciones diversas que garantizan y
atienden lo que se pretende adicionar y modificar.

3. En este orden de ideas, la opinión general de las diputa-
das y diputados integrantes de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables es el de emitir el presente dictamen en
sentido negativo.

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables de la LXII Le-
gislatura, somete al Pleno de la Cámara de Diputados, el si-
guiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
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de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, presentada por el Diputado José Angelino Caamal Me-
na, del Grupo Parlamentario Nueva alianza.

Segundo. Archívese el expediente como asunto resuelto y
totalmente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 12 de febrero de
2013.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Calderón Ramírez
(rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), María de la Paloma
Villaseñor Vargas (rúbrica), Genaro Carreño Muro (rúbrica), Martha
Leticia Sosa Govea (rúbrica), Josefina Salinas Pérez, secretarios; José
Angelino Caamal Mena, Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco
Javier Fernández Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song (rú-
brica), Mariana Dunyaska García Rojas (rúbrica), Raquel Jiménez Ce-
rrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica), Roberto López Rosado,
Sonia Catalina Mercado Gallegos (rúbrica), María Guadalupe Mocte-
zuma Oviedo, Zita Beatriz Pazzi Maza (rúbrica), Carmen Lucía Pérez
Camarena (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara (rúbrica), Aurora De-
nisse Ugalde Alegría (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del Campo.»

LEY QUE CREA EL CENTRO PUBLICO 
DE ATENCION VETERINARIA

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Ganadería, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley que crea el Centro
Público de Atención Veterinaria

Honorable Asamblea

A la Comisión de Ganadería de la LXII Legislatura fue tur-
nada para estudio, análisis y dictamen correspondiente la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley que crea el Centro Público de Atención Veterinaria.

La Comisión de Ganadería, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral
6, incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General

de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de los integrantes de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión el 22 de agosto de 2012, la entonces
diputada Ma. Dina Herrera Soto, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó la inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
que crea el Centro Público de Atención Veterinaria.

En esa misma fecha la Presidencia turnó la iniciativa a la
entonces Comisión de Agricultura y Ganadería.

La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados en fecha 30 de octubre de 2012 modificó el turno
de la iniciativa en comento a la Comisión de Ganadería pa-
ra estudio y dictamen correspondiente con opinión de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Con fecha 5 de febrero la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública envió a la comisión dictaminadora la opi-
nión de impacto presupuestario.

Contenido de la iniciativa

La iniciante expone que esta iniciativa pretende la creación
del Centro Público de Atención Veterinaria, cuyo funcio-
namiento es esencial para poder cubrir las necesidades de
salud tanto de los animales domésticos en estado de calle
como de aquellas mascotas con dueños de pocos recursos
que no pueden abonar los altos costos de una veterinaria;
silvestres que no sean nocivos al hombre o silvestres man-
tenidos en cautiverio en el área de los padecimientos de la
población animal, así como animales de cría –ganado va-
cuno, porcino, equino, ovino, caprino, caballar, avícola,
apícola y cunícula, entre otros más– que son fuente de in-
gresos de muchas personas en las zonas rurales y que no
cuentan con los recursos suficientes para darles atención
veterinaria a sus animales.

La autora de la iniciativa plantea que un centro de atención
será de gran ayuda para todos los ciudadanos que tengan
mascotas y animales de cría, promoviendo el cuidado y
respeto por los animales y ofrecer un servicio integral a la
ciudadanía. El centro trabajaría con médicos veterinarios y
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con asociaciones protectoras de animales proporcionando
la asistencia del animal enfermo, ofreciendo asistencia gra-
tuita a bajo costo a animales domésticos y de cría de per-
sonas con bajos recursos que, de otra manera, no podrían
atender a sus animales.

La creación del Centro Público de Atención Veterinaria se-
rá en el Distrito Federal y con centros de atención en las
delegaciones de los estados, que podrán ser fijos o móviles,
según las necesidades regionales. Ya que en lugares como
las grandes ciudades será más necesaria la instalación de
un Centro Público de Atención Veterinaria fijo con toda la
infraestructura que conlleve, y en otros lugares se podrá
utilizar de forma más eficiente una unidad móvil que cuen-
te con todo el equipamiento para la atención de los anima-
les de la región.

Por otro lado, también se propone que la Dirección Nacio-
nal de Salud Animal dependiente del Servicio Nacional de
Sanidad Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (Senasica)
controle el buen funcionamiento de todos los centros pú-
blicos de atención veterinaria, como también el cumpli-
miento de la realización de las esterilizaciones masivas,
planificará campañas de educación ambiental y animal for-
mal en las escuelas e instituciones públicas y facilitará pro-
puestas de planes de estudio, como también campañas a
través de medios gráficos, radiales y televisivos para poder
informar, concientizar y educar a toda la población, en fun-
ción de las necesidades regionales.

Asimismo, se propone la creación del Sistema Nacional de
Salud Animal, dependiente de la Secretaría de Agricultura
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sa-
garpa).

Los centros públicos de atención veterinaria contarían con
una guardia de atención las 24 horas los 365 días del año,
además de la esterilización quirúrgica de animales calleje-
ros o domiciliados deberá realizarse en forma permanente
en todo el territorio nacional.

Los centros públicos de atención veterinaria, CPAV, serán
atendidos por médicos veterinarios zootecnistas con título
profesional y por personal voluntario con marcada predis-
posición para atención y cuidado de animales y podrán rea-
lizar estudios e investigaciones clínicas en el área de los
padecimientos de la población animal para la prevención,
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de enfermedades
animales.

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública emitió la
opinión correspondiente a esta iniciativa bajo las siguien-
tes consideraciones:

Para la elaboración de la opinión con fundamento en el ter-
cer párrafo del artículo 18 de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria y el numeral 3 del artícu-
lo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se solicitó al Centro de Estu-
dios de Finanzas Públicas, mediante oficio numero
CPCP/ST/115/12 la valoración del impacto presupuestal de
la iniciativa en estudio.

Con base en la valoración de impacto presupuestal, emiti-
do por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas se
observa que se tendría un impacto presupuestario de entre
los 374.8 millones de pesos (limite bajo) y los 397.3 millo-
nes de pesos (limite alto).

Para determinar el impacto presupuestal, se realizaron los
siguientes supuestos y cálculos:

• Se asume que el costo de obra y equipamiento de
cada CPAV es equiparable al costo de obra y equipa-
miento de un centro de salud humano pequeño.

• Se consultaron los costos de obra y equipamiento de
dos centros de salud de diferentes dimensiones con 1
consultorio y con 2 consultorios más una vivienda mé-
dica.

• Se generaron dos supuestos con los correspondientes
escenarios presupuestales.

El escenario “A” consta de un centro de salud de dos con-
sultorios y vivienda médica (el correspondiente a la sede en
el DF) más 31 centros de salud de un consultorio en las en-
tidades federativas. El escenario “B” considera la cons-
trucción y equipamiento de 16 centros de un consultorio.

1. Determina la creación del CAPV con sede en el Dis-
trito Federal y con delegaciones en las entidades federa-
tivas (Artículo 1). Asimismo, señala las atribuciones de
presentar servicios de salud a animales enfermos, fun-
damentalmente cuando se hallan en manos de personas
de escasos recursos económicos (artículo 2, fracción
III).
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2. En materia de recursos humanos, el CPAV contaría
con un director general elegido para un periodo de seis
años (artículos 4 y 10).

Asimismo, el director sería asesorado por un consejo téc-
nico consultivo cuya integración, organización y funciona-
miento se determinarían posteriormente en el estatuto or-
gánico que corresponda.

Además establece la creación de un órgano de vigilancia
integrado por un comisario público y un suplente (artículo
6).

Derivado de lo anterior la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública plantea el impacto presupuestal de la ini-
ciativa en estudio el cual se desglosa a continuación:

Fuente: Elaborado por el Centro de Estudios de Finan-
zas Públicas, de la H. Cámara de Diputados.

Con fundamento en lo anterior la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública emitió la siguiente opinión.

Primero. La iniciativa con proyecto de decreto que expide
las ley que crea el centro público de atención veterinaria;
presentada por la entonces diputada Ma. Dina Herrera So-
to, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, presentó un impacto presupuestario de entre
los 374.8 millones de pesos (límite bajo) y los 397.3 millo-
nes de pesos (límite alto).

Cabe destacar que actualmente el Senasica destina recursos
presupuestales en materia de salud animal, vigilancia epi-
demiológica e inspección, puesta en marcha y evaluación
de campañas zoosanitarias, así como autorización de médi-
cos veterinarios responsables para las unidades de produc-
ción en diversos establecimientos con presencia en todo el
país.

Por esta razón, se estima que el posible impacto presu-
puestario derivado de las atribuciones señaladas por el ar-

tículo 18 de la iniciativa, podrían cubrirse con reducciones
presupuestarias al interior del presupuesto de la dependen-
cia, el cual en 2012 ascendió a 4 mil 618.8 mdp.

Segundo. Remítase la presente opinión a la Comisión de
Ganadería, para los efectos a que haya lugar.

Tercero. Por oficio comuníquese la presente opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su co-
nocimiento.

La Comisión de Ganadería realizó el estudio correspon-
diente, teniendo en cuenta los siguientes puntos para emi-
tir este dictamen:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
es nuestra norma fundamental, en la cual establece nuestra
forma de gobierno en el artículo 40 que a la letra dice:

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano consti-
tuirse en una República representativa, democrática, lai-
ca, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en
todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos
en una federación establecida según los principios de
esta ley fundamental.

En ese sentido el artículo 124 establece:

Artículo 124. Las facultades que no están expresamen-
te concedidas por esta Constitución a los funcionarios
federales, se entienden reservadas a los Estados.

De estos artículos anteriores se desprende que las entidades
federativas tienen la libertad de establecer su organización
política, así como dictar las normas relativas a su funcio-
namiento quedando exclusivamente a la federación las fa-
cultades que esta misma constitución le confiere.

Es por eso que el artículo 73 constitucional establece cla-
ramente las facultades que tiene el Congreso de la Unión
para legislar, dicho precepto cuenta con 30 fracciones,
siendo las primeras 29 las facultades expresas, mientras
que la treinta se refiere a lo que la doctrina ha denominado
facultades implícitas, ya que dicha fracción señala que el
Congreso tendrá facultad para expedir todas las leyes que
sean necesarias a objeto de hacer efectivas las facultades
anteriores y todas las otras concedidas por esta Constitu-
ción a los Poderes de la Unión.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
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I. Para admitir nuevos estados a la Unión federal;

II. Derogada.

III. Para formar nuevos estados dentro de los límites de
los existentes, siendo necesario al efecto:

1o. Que la fracción o fracciones que pidan erigirse
en estados, cuenten con una población de ciento
veinte mil habitantes, por lo menos.

2o. Que se compruebe ante el Congreso que tiene los
elementos bastantes para proveer a su existencia po-
lítica.

3o. Que sean oídas las legislaturas de los estados de
cuyo territorio se trate, sobre la conveniencia o in-
conveniencia de la erección del nuevo estado, que-
dando obligadas a dar su informe dentro de seis me-
ses, contados desde el día en que se les remita la
comunicación respectiva.

4o. Que igualmente se oiga al Ejecutivo de la fede-
ración, el cual enviará su informe dentro de siete dí-
as contados desde la fecha en que le sea pedido.

5o. Que sea votada la erección del nuevo estado por
dos terceras partes de los diputados y senadores pre-
sentes en sus respectivas Cámaras.

6o. Que la resolución del Congreso sea ratificada
por la mayoría de las legislaturas de los estados, pre-
vio examen de la copia del expediente, siempre que
hayan dado su consentimiento las legislaturas de los
estados de cuyo territorio se trate.

7o. Si las Legislaturas de los estados de cuyo terri-
torio se trate, no hubieren dado su consentimiento, la
ratificación de que habla la fracción anterior, deberá
ser hecha por las dos terceras partes del total de Le-
gislaturas de los demás Estados.

IV. Derogada.

V. Para cambiar la residencia de los supremos Poderes
de la federación.

VI. Derogada;

VII. Para imponer las contribuciones necesarias a cubrir
el Presupuesto.

VIII. Para dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda
celebrar empréstitos sobre el crédito de la nación, para
aprobar esos mismos empréstitos y para reconocer y
mandar pagar la deuda nacional. Ningún empréstito po-
drá celebrarse sino para la ejecución de obras que direc-
tamente produzcan un incremento en los ingresos públi-
cos, salvo los que se realicen con propósitos de
regulación monetaria, las operaciones de conversión y
los que se contraten durante alguna emergencia declara-
da por el presidente de la República en los términos del
artículo 29. Asimismo, aprobar anualmente los montos
de endeudamiento que deberán incluirse en la ley de in-
gresos, que en su caso requiera el gobierno del Distrito
Federal y las entidades de su sector público, conforme a
las bases de la ley correspondiente. El Ejecutivo federal
informará anualmente al Congreso de la Unión sobre el
ejercicio de dicha deuda a cuyo efecto el jefe del Distri-
to Federal le hará llegar el informe que sobre el ejerci-
cio de los recursos correspondientes hubiere realizado.
El jefe del Distrito Federal informará igualmente a la
Asamblea de Representantes del Distrito Federal, al ren-
dir la cuenta pública;

IX. Para impedir que en el comercio de Estado a Estado
se establezcan restricciones.

X. Para legislar en toda la República sobre hidrocarbu-
ros, minería, sustancias químicas, explosivos, pirotec-
nia, industria cinematográfica, comercio, juegos con
apuestas y sorteos, intermediación y servicios financie-
ros, energía eléctrica y nuclear y para expedir las leyes
del trabajo reglamentarias del artículo 123;

XI. Para crear y suprimir empleos públicos de la Fede-
ración y señalar, aumentar o disminuir sus dotaciones.

XII. Para declarar la guerra, en vista de los datos que le
presente el Ejecutivo.

XIII. Para dictar leyes según las cuales deben declarar-
se buenas o malas las presas de mar y tierra, y para ex-
pedir leyes relativas al derecho marítimo de paz y gue-
rra.

XIV. Para levantar y sostener a las instituciones arma-
das de la Unión, a saber: Ejército, Marina de Guerra y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 28 de febrero de 2013203



Fuerza Aérea Nacionales, y para reglamentar su organi-
zación y servicio.

XV. Para dar reglamentos con objeto de organizar, ar-
mar y disciplinar la Guardia Nacional, reservándose a
los ciudadanos que la forman, el nombramiento respec-
tivo de jefes y oficiales, y a los Estados la facultad de
instruirla conforme a la disciplina prescrita por dichos
reglamentos.

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición ju-
rídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, co-
lonización, emigración e inmigración y salubridad ge-
neral de la República.

1a. El Consejo de Salubridad General dependerá di-
rectamente del presidente de la República, sin inter-
vención de ninguna Secretaría de Estado, y sus dis-
posiciones generales serán obligatorias en el país.

2a. En caso de epidemias de carácter grave o peli-
gro de invasión de enfermedades exóticas en el país,
la Secretaría de Salud tendrá obligación de dictar
inmediatamente las medidas preventivas indispen-
sables, a reserva de ser después sancionadas por el
presidente de la República.

3a. La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus dispo-
siciones serán obedecidas por las autoridades admi-
nistrativas del país.

4a. Las medidas que el consejo haya puesto en vigor
en la campaña contra el alcoholismo y la venta de
sustancias que envenenan al individuo o degeneran
la especie humana, así como las adoptadas para pre-
venir y combatir la contaminación ambiental, serán
después revisadas por el Congreso de la Unión en
los casos que le competan.

XVII. Para dictar leyes sobre vías generales de comuni-
cación, y sobre postas y correos, para expedir leyes so-
bre el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdic-
ción federal.

XVIII. Para establecer casas de moneda, fijar las condi-
ciones que ésta deba tener, dictar reglas para determinar
el valor relativo de la moneda extranjera y adoptar un
sistema general de pesas y medidas;

XIX. Para fijar las reglas a que debe sujetarse la ocupa-
ción y enajenación de terrenos baldíos y el precio de es-
tos.

XX. Para expedir las leyes de organización del Cuerpo
Diplomático y del Cuerpo Consular mexicano.

XXI. Para establecer los delitos y las faltas contra la fe-
deración y fijar los castigos que por ellos deban impo-
nerse; expedir leyes generales en materias de secuestro,
y trata de personas, que establezcan, como mínimo, los
tipos penales y sus sanciones, la distribución de compe-
tencias y las formas de coordinación entre la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios;
así como legislar en materia de delincuencia organizada.

Las autoridades federales podrán conocer también de
los delitos del fuero común, cuando éstos tengan cone-
xidad con delitos federales o delitos contra periodistas,
personas o instalaciones que afecten, limiten o menos-
caben el derecho a la información o las libertades de ex-
presión o imprenta.

En las materias concurrentes previstas en esta Constitu-
ción, las leyes federales establecerán los supuestos en
que las autoridades del fuero común podrán conocer y
resolver sobre delitos federales;

XXII. Para conceder amnistías por delitos cuyo conoci-
miento pertenezca a los tribunales de la federación.

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de
coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los
estados y los municipios, así como para establecer y or-
ganizar a las instituciones de seguridad pública en ma-
teria federal, de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 21 de esta Constitución.

XXIV. Para expedir la ley que regule la organización de
la entidad de fiscalización superior de la federación y las
demás que normen la gestión, control y evaluación de
los Poderes de la Unión y de los entes públicos federa-
les;

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la
República escuelas rurales, elementales, superiores, se-
cundarias y profesionales; de investigación científica,
de bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácti-
cas de agricultura y de minería, de artes y oficios, mu-
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seos, bibliotecas, observatorios y demás institutos con-
cernientes a la cultura general de los habitantes de la na-
ción y legislar en todo lo que se refiere a dichas institu-
ciones; para legislar sobre vestigios o restos fósiles y
sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históri-
cos, cuya conservación sea de interés nacional; así co-
mo para dictar las leyes encaminadas a distribuir conve-
nientemente entre la federación, los estados y los
municipios el ejercicio de la función educativa y las
aportaciones económicas correspondientes a ese servi-
cio público, buscando unificar y coordinar la educación
en toda la República. Los títulos que se expidan por los
establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en
toda la República. Para legislar en materia de derechos
de autor y otras figuras de la propiedad intelectual rela-
cionadas con la misma.

XXVI. Para conceder licencia al presidente de la Repú-
blica y para constituirse en colegio electoral y designar
al ciudadano que deba substituir al presidente de la Re-
pública, ya sea con el carácter de interino o substituto,
en los términos de los artículos 84 y 85 de esta Consti-
tución;

XXVII. Para aceptar la renuncia del cargo de Presiden-
te de la República.

XXVIII. Para expedir leyes en materia de contabilidad
gubernamental que regirán la contabilidad pública y la
presentación homogénea de información financiera, de
ingresos y egresos, así como patrimonial, para la Fede-
ración, los estados, los municipios, el Distrito Federal y
los órganos político-administrativos de sus demarcacio-
nes territoriales, a fin de garantizar su armonización a
nivel nacional;

XXIX. Para establecer contribuciones:

1o. Sobre el comercio exterior;

2o. Sobre el aprovechamiento y explotación de los
recursos naturales comprendidos en los párrafos 4o.
y 5o. del artículo 27;

3o. Sobre instituciones de crédito y sociedades de
seguros;

4o. Sobre servicios públicos concesionados o explo-
tados directamente por la Federación; y

5o. Especiales sobre:

a) Energía eléctrica;

b) Producción y consumo de tabacos labrados;

c) Gasolina y otros productos derivados del petró-
leo;

d) Cerillos y fósforos;

e) Aguamiel y productos de su fermentación; y

f) Explotación forestal.

g) Producción y consumo de cerveza.

Las entidades federativas participarán en el rendimiento
de estas contribuciones especiales, en la proporción que
la ley secundaria federal determine. Las legislaturas lo-
cales fijarán el porcentaje correspondiente a los munici-
pios, en sus ingresos por concepto del impuesto sobre
energía eléctrica.

XXIX-B. Para legislar sobre las características y uso de
la Bandera, Escudo e Himno Nacionales.

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la con-
currencia del Gobierno Federal, de los Estados y de los
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en materia de asentamientos humanos, con objeto
de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del
artículo 27 de esta Constitución.

XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional
del desarrollo económico y social, así como en materia
de información estadística y geográfica de interés na-
cional;

XXIX-E. Para expedir leyes para la programación, pro-
moción, concertación y ejecución de acciones de orden
económico, especialmente las referentes al abasto y
otras que tengan como fin la producción suficiente y
oportuna de bienes y servicios, social y nacionalmente
necesarios.

XXIX-F. Para expedir leyes tendientes a la promoción
de la inversión mexicana, la regulación de la inversión
extranjera, la transferencia de tecnología y la genera-
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ción, difusión y aplicación de los conocimientos cientí-
ficos y tecnológicos que requiere el desarrollo nacional.

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la concu-
rrencia del gobierno federal, de los gobiernos de los es-
tados y de los municipios, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, en materia de protección al ambiente
y de preservación y restauración del equilibrio ecológi-
co.

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales
de lo contencioso administrativo, dotados de plena au-
tonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo
dirimir las controversias que se susciten entre la admi-
nistración pública federal y los particulares, así como
para imponer sanciones a los servidores públicos por
responsabilidad administrativa que determine la ley, es-
tableciendo las normas para su organización, su funcio-
namiento, los procedimientos y los recursos contra sus
resoluciones.

XXIX-I. Para expedir leyes que establezcan las bases
sobre las cuales la federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios, coordinarán sus acciones en ma-
teria de protección civil, y

XXIX-J. Para legislar en materia de cultura física y de-
porte con objeto de cumplir lo previsto en el artículo 4o.
de esta Constitución, estableciendo la concurrencia en-
tre la federación, los estados, el Distrito Federal y los
municipios; así como de la participación de los sectores
social y privado;

XXIX-K. Para expedir leyes en materia de turismo, es-
tableciendo las bases generales de coordinación de las
facultades concurrentes entre la federación, estados,
municipios y el Distrito Federal, así como la participa-
ción de los sectores social y privado.

XXIX-L. Para expedir leyes que establezcan la concu-
rrencia del gobierno federal, de los gobiernos de las en-
tidades federativas y de los municipios, en el ámbito de
sus respectivas competencias, en materia de pesca y
acuacultura, así como la participación de los sectores
social y privado, y

XXIX-M. Para expedir leyes en materia de seguridad
nacional, estableciendo los requisitos y límites a las in-
vestigaciones correspondientes.

XXIX-N. Para expedir leyes en materia de constitución,
organización, funcionamiento y extinción de las socie-
dades cooperativas. Estas leyes establecerán las bases
para la concurrencia en materia de fomento y desarrollo
sustentable de la actividad cooperativa de la federación,
estados y municipios, así como del Distrito Federal, en
el ámbito de sus respectivas competencias.

XXIX-Ñ. Para expedir leyes que establezcan las bases
sobre las cuales la Federación, los Estados, los Munici-
pios y el Distrito Federal coordinarán sus acciones en
materia de cultura, salvo lo dispuesto en la fracción
XXV de este artículo. Asimismo, establecerán los me-
canismos de participación de los sectores social y priva-
do, con objeto de cumplir los fines previstos en el pá-
rrafo noveno del artículo 4o. de esta Constitución.

XXIX-O. Para legislar en materia de protección de da-
tos personales en posesión de particulares.

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia
de la federación, los estados, el Distrito federal y los
municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en materia de derechos de niñas, niños y adoles-
centes, velando en todo momento por el interés superior
de los mismos y cumpliendo con los tratados interna-
cionales de la materia, de los que México sea parte.

XXIX-Q. Para legislar sobre iniciativa ciudadana y con-
sultas populares.

XXX. Para expedir todas las leyes que sean necesarias,
a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores, y
todas las otras concedidas por esta Constitución a los
Poderes de la Unión.

De la revisión de este articulo podemos ver que el Congre-
so de la Unión no tiene facultad para legislar en materia de
protección a los animales, sin embargo el artículo 122
constitucional establece la naturaleza del Distrito Federal y
las facultades de sus poderes y en el cual se establece las
materias en las que legisla la Asamblea Legislativa y en el
Apartado C, base primera, numeral V, inciso i) establece:

l) Expedir normas sobre fomento económico y protección
al empleo; desarrollo agropecuario; establecimientos mer-
cantiles; protección de animales; espectáculos públicos; fo-
mento cultural cívico y deportivo; y función social educa-
tiva en los términos de la fracción VIII, del artículo 3o. de
esta Constitución;
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Por lo tanto la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos deja claro que la legislación en materia de pro-
tección a los animales es exclusiva de los poderes legisla-
tivos locales.

Con los argumentos aquí planteados la Comisión de Gana-
dería considera que no se tiene la facultad para legislar en
la materia por lo que emite los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley que crea el Centro Público de Atención
Veterinaria.

Segundo. Archívese y tómese como asunto totalmente
concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de febrero de 2013.

La Comisión de Ganadería, diputados: Salvador Barajas del Toro
(rúbrica), presidente; Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar (rúbrica), Leo-
nor Romero Sevilla (rúbrica), Darío Badillo Ramírez, Julio César Fle-
mate Ramírez (rúbrica), Genaro Ruiz Arriaga (rúbrica), Ponciano Váz-
quez Parissi (rúbrica), Raudel López López (rúbrica), Mario Alejandro
Cuevas Mena (rúbrica), Tomás Brito Lara (rúbrica), Rodimiro Barrera
Estrada (rúbrica), secretarios; Yazmin de los Ángeles Copete Zapot
(rúbrica), Juan Francisco Cáceres de la Fuente (rúbrica), Adriana Fuen-
tes Téllez (rúbrica), Antonio García Conejo (rúbrica), Harvey Gutié-
rrez Álvarez, Gabriel Gómez Michel (rúbrica), María del Carmen Mar-
tínez Santillán (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital (rúbrica),
Heberto Neblina Vega, Marcelina Orta Coronado (rúbrica), Salvador
Ortiz García (rúbrica), Vicario Portillo Martínez (rúbrica), Willian Re-
nán Sosa Altamira (rúbrica), María Fernanda Romero Lozano.»

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO 
DE LA JUVENTUD

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Juventud, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 8o., fracción I,
de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud

Honorable Asamblea:

La Comisión de Juventud de la LXII Legislatura de esta
Honorable Cámara de Diputados del Congreso de la

Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39
y 45, numeral 6, incisos e) y f), y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como los artículos 80, numeral 1, fracción II,
81, numeral 2, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción
I, y 158, numeral 1, fracción IV, todos del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
honorable asamblea el presente dictamen:

I. Antecedentes

1. En sesión ordinaria celebrada el 27 de noviembre de
2012, el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Par-
lamentario del Partido Movimiento Ciudadano de la LXII
Legislatura de la Honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, presentó ante el pleno una inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se adiciona el artí-
culo 8, fracción I de la Ley del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud.

2. El presidente de la Mesa Directiva determinó dictar el si-
guiente trámite: Túrnese a la Comisión de Juventud de la
Cámara de Diputados, mediante número de expediente el
869. 

3. A partir del día 27 de noviembre de 2012, con funda-
mento en el artículo 182 numeral 1 del Reglamento de la
Cámara de Diputados inició el término de cuarenta y cinco
días hábiles para que la iniciativa fuera dictaminada por la
Comisión de Juventud. 

4. El día 20 de diciembre de 2012 mediante oficio No.
D.G.P.L. 62-II-2-243, y con fundamento en el artículo 183
numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la
Mesa Directiva autorizó la prórroga solicitada por esta Co-
misión para dictaminar la iniciativa con expediente 869
hasta por cuarenta y cinco días más, contados a partir del
día siguiente en que se hubiese cumplido el término. 

II. Contenido de la iniciativa

La iniciativa presentada por el diputado Ricardo Monreal
Ávila con número de expediente 869, busca modificar el
artículo 8° de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud,
adicionándole el inciso k) a la fracción I; esta iniciativa tie-
ne como objetivo, según expone el diputado Monreal ,
“ayudar a que la participación de los jóvenes en el deporte
mejore y se establezcan programas deportivos a nivel na-
cional, evitando que los adolecentes recurran a los hábitos
insanos como drogas, alcohol y tabaco, siendo el deporte
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una de las soluciones más eficaces para una buena vida de
cada uno de los jóvenes mexicanos.” 

Por lo tanto, el diputado que suscribe la iniciativa conside-
ra que se puede contribuir a que existan mejores políticas
públicas en materia de deporte específicamente orientadas
a los jóvenes a través de la inclusión de la Comisión Na-
cional de la Cultura Física y el Deporte a la Junta Directi-
va del Instituto Mexicano de la Juventud. Mismo que en
esta iniciativa se pretende incluir como miembro de la Jun-
ta Directiva adicionando el inciso k) a la fracción I del ar-
tículo 8°, incluyendo así al Director General de la Comi-
sión Nacional de la Cultura Física y el Deporte. 

III. Consideraciones 

Antecedentes 

El Instituto Mexicano de la Juventud (Imjuve) y la Comi-
sión Nacional de la Cultura Física y Deporte (Conade) du-
rante muchos años compartieron de manera conjunta el te-
ma deportivo, hasta el 2003 año en que se creó esta última.
Como primer antecedente se tiene la creación del Instituto
Nacional de la Juventud Mexicana (Injuve) en 1950, que
dentro sus objetivos tenía fomentar las prácticas deporti-
vas, así como proporcionar útiles deportivos y de trabajo, a
jóvenes destacados por sus aptitudes. 

Ante la escasa presencia del tema deportivo en el Regla-
mento del Injuve, surgió la necesidad de crear un organis-
mo independiente que se hiciera cargo especialmente de
fomentar el deporte del país, ante esta necesidad surge Ins-
tituto Nacional del Deporte. 

En 1977 durante la administración del presidente José Ló-
pez Portillo, desapareció el Instituto Nacional de la Juven-
tud Mexicana y fue sustituido por Consejo Nacional de Re-
cursos para la Atención de la Juventud (CREA), el CREA
al igual que Injuve en su momento, no hacía ninguna refe-
rencia a la atención de los intereses deportivos de la juven-
tud. Es por lo anterior, que en 1981 por decreto presiden-
cial fue creado el Consejo Nacional del Deporte con el
carácter de órgano de consulta de la Secretaría de Educa-
ción Pública, y como mecanismo para la integración y el
fomento del deporte no profesional, en el ámbito nacional.

Siguiendo la lógica del fortalecimiento y promoción al de-
porte en México, en 1988 se crea la Comisión Nacional del
Deporte, como órgano desconcentrado de la Secretaría de
Educación Pública, cuyas tareas primordiales eran la pro-

moción y el fomento del deporte y la cultura física, así co-
mo atender las funciones que tenía encomendadas el Con-
sejo Nacional de Recursos para la Atención de la Juventud
(CREA) en materia de juventud.

El Instituto Mexicano de la Juventud (Imjuve), fue creado
en 1999, con el objetivo de elaborar políticas públicas a fa-
vor de los jóvenes mexicanos para otorgarles las herra-
mientas necesarias en educación, salud, empleo y partici-
pación social.

Finalmente en febrero de 2003 se crea la Comisión Nacio-
nal de Cultura Física y Deporte, como un organismo públi-
co descentralizado de la Secretaría de Educación Pública,
quien en la actualidad es conductor de la política nacional
en materia de cultura física y deporte. Fue con esta crea-
ción en el año 2003, que la Comisión referida y el Institu-
to Mexicano de la Juventud dejan de compartir la materia
deportiva y se especializan en objetivos particulares con re-
ferencia a sus respectivos ramos. 

Análisis de la iniciativa 

La iniciativa del diputado Ricardo Monreal, propone in-
cluir como miembro de la Junta Directiva del Instituto Me-
xicano de Juventud, al Director General de la Comisión
Nacional de la Cultura Física y el Deporte, al respecto esta
Comisión considera:

1. En primer lugar que la propuesta no suma a las atribu-
ciones del Institutito Mexicano de la Juventud, en virtud de
que la política nacional en temas de cultura física y depor-
te hacia los jóvenes y para la población en general, se en-
cuentran reguladas por La Ley General de Cultura Física y
Deporte.

2. En segundo lugar, el Art. 8. Fracción I de la ley vigente
del Instituto Mexicano de la Juventud, señala que la Junta
Directiva se integrará por diecisiete miembros y será presi-
dida por el Secretario de Educación Pública (SEP). Por lo
que, considerando que la Comisión Nacional de Cultura
Física y Deporte es un organismo público descentralizado
de la SEP, los legítimos intereses que persigue ya se en-
cuentran representados en la Junta Directiva por su sector
correspondiente (SEP), cabe destacar que su inclusión en la
Junta Directiva del Instituto Mexicano de Juventud, deri-
varía en una sobrerrepresentación de la Secretaria de Edu-
cación Pública con respecto al resto de los integrantes de la
referida Junta. 
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Cabe destacar que, el artículo 8 en su fracción II de la ley
del Imjuve, establece que la Junta Directiva podrá invitar a
cualquier representante de alguna dependencia o institu-
ción pública para asistir con derecho a voz, pero sin voto.
De acuerdo a lo anterior, la Junta Directiva tiene la facul-
tad de solicitar la participación de la Conade, cuando esta
considere pertinente por tratarse de asuntos que atiendan a
las facultades de la Comisión Nacional de la Cultura Físi-
ca y Deporte.

En virtud de lo anterior, esta Comisión ha tenido a bien
desechar la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona el artículo 8, fracción I, de la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud.

IV. Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona el artículo 8, fracción I, de la Ley del
Instituto Mexicano de la Juventud.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los seis días del mes de febrero de
2013. 

La Comisión de Juventud, diputados: José Luis Oliveros Usabiaga
(rúbrica), presidente; Sue Ellen Bernal Bolnik (rúbrica), María del Ro-
cío Corona Nakamura (rúbrica), Laura Guadalupe Vargas Vargas (rú-
brica), María Guadalupe Velázquez Díaz (rúbrica), Tania Margarita
Morgan Navarrete, Humberto Armando Prieto Herrera (rúbrica),
Crystal Tovar Aragón (rúbrica en contra), secretarios; Juan Pablo Ada-
me Alemán (rúbrica), Delvim Fabiola Bárcenas Nieves (rúbrica), Ga-
briel de Jesús Cárdenas Guízar (rúbrica), René Ricardo Fujiwara Mon-
telongo (rúbrica), Gerardo Gaudiano Rovirosa (rúbrica en contra),
Gilberto Antonio Hirata Chico, Zuleyma Huidrobo González (rúbrica
en contra), María Teresa Jiménez Esquivel, Dulce María Muñiz Martí-
nez (rúbrica), Gloria Elizabeth Núñez Sánchez (rúbrica), Carla Guada-
lupe Reyes Montiel (rúbrica en contra), Gisela Raquel Mota Ocampo
(rúbrica en contra), Maricela Velázquez Sánchez (rúbrica), Francisco
Alberto Zepeda González (rúbrica), Valdés Palazuelos Jesús Antonio
(rúbrica), Jessica Salazar Trejo.»

LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL
SUPERIOR AGRARIO

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 17 de la
Ley Orgánica del Tribunal Superior Agrario

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Reforma Agraria del Congreso de la
Unión fue turnada para dictamen la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el artículo 17 de la Ley Or-
gánica del Tribunal Superior Agrario, recibida del diputado
Jorge Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, en la sesión de la Comisión Permanente del miér-
coles 15 de agosto de 2012.

La Comisión de Reforma Agraria, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y
f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80,157, numeral 1, fracción 1, 158, nu-
meral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento de
la Cámara de Diputados presenta a la honorable asamblea
el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. Con fecha 15 de agosto de 2012, la Mesa Directiva de la
LXI Legislatura, mediante el oficio número CP2R3A.
2500 turnó para dictamen a la Comisión de Reforma Agra-
ria el expediente número 3600 CP, que contiene la iniciati-
va con proyecto de decreto por el que reforma el artículo
17 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior Agrario, reci-
bida del diputado Jorge Kahwagi Macari, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza.

2. Con el oficio número DGPL 62-II-8-0194, la Mesa Di-
rectiva informó que los asuntos que no llegaron a resolver
las comisiones de la LXI Legislatura se encuentran vigen-
tes y los plazos reglamentarios para dictaminarlos correrán
a partir del 29 de octubre de 2012 por lo que la secretaría
técnica de la Comisión de Reforma Agraria, se aboca al
dictamen de la iniciativa que reforma el artículo 17 de la
Ley Orgánica del Tribunal Superior Agrario, recibida del
diputado Jorge Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 28 de febrero de 2013209



3. La Comisión de Reforma Agraria, integra a través de su
secretaría técnica las opiniones de sus diputados integran-
tes y entra al estudio de la iniciativa con fundamento en el
cual, formula proyecto de dictamen para la consideración
del pleno de las diputadas y los diputados integrantes de es-
ta comisión, para su estudio, discusión y aprobación en su
caso.

4. Con fecha 20 de febrero de 2013 se reunió en pleno la
Comisión de Reforma Agraria para conocer el proyecto de
dictamen, estudiarlo, analizarlo y en su caso aprobarlo,
misma que al examinar el proyecto de dictamen, además de
los antecedentes que aquí se reseñan, se estudiaron de la
iniciativa las siguientes motivaciones:

1. Planteamiento del problema por ser resuelto median-
te la iniciativa

La inamovilidad que gozan los magistrados del Tribunal
Superior Agrario acarrea dos situaciones a saber: por un la-
do asegura la permanencia de sus funcionarios impartido-
res de justicia y con ello se perfecciona la función justicial
(sic); y por el otro, se crea un círculo vicioso, ya que sur-
gen cotos de poder; es decir, el ejercicio de la administra-
ción de justicia se vuelve oligárquico, en virtud de esa per-
manencia por años, lustros o en su caso décadas. Lo
anterior también con lleva, consecuentemente que se coar-
ten los anhelos o aspiraciones de jóvenes abogados que tie-
nen el deseo o las esperanzas de poder ocupar algún día o
en algún momento el cargo de magistrado.

La inamovilidad de los magistrados del Tribunal Superior
Agrario se asemeja a una “dictadura” en la impartición de
justicia, ya que sólo pueden ser revocados por dos situa-
ciones:

a) por causas graves, sin que la Ley Agraria señale qué
debemos entender como tales; y

b) cuando los magistrados cumplan la edad de setenta y
cinco años.

El espíritu de esta iniciativa conlleva a la finalidad de otor-
garles permanencia a los magistrados del multicitado tribu-
nal, para que atendiendo a su experiencia y capacidad pue-
dan ser ratificados hasta por otros tres periodos; es decir,
atendiendo a los resultados que arroje la evaluación que se
aplique a su función juzgadora, tengan la posibilidad de
que se les ratifique por otros tres periodos de seis años pa-
ra ejercer el cargo, siendo el último periodo fatal e impro-

rrogable, es decir, ya no podrán ser ratificados, por lo tan-
to pasen a gozar de su jubilación.

Argumentación

La Carta Magna considera entre las garantías la de seguri-
dad jurídica, consagrada en el artículo 17, que prescribe
que “ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma,
ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Toda perso-
na tiene derecho a que se le administre justicia por tribuna-
les que estarán expeditos para impartirla en los plazos y
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de
manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gra-
tuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas ju-
diciales. Las leyes federales y locales establecerán los me-
dios necesarios para que se garantice la independencia de
los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.” Es-
ta garantía individual establece el principio que la procura-
ción y administración de justicia debe ser a través de tribu-
nales que estarán expeditos para impartirla, quienes
actuarán con toda autonomía o independencia y sus resolu-
ciones serán con carácter imparcial, de manera ágil y com-
pleta, lo anterior en estricta sujeción a la legalidad.

En un estado de derecho es menester que la división de po-
deres sea clara y transparente, todo ello contribuye a un
ambiente de gobernabilidad, porque existe un sentido de
respeto irrestricto a las instituciones que lo conforman.
Visto así en nuestro país existen órganos competentes para
la procuración y administración de justicia, con plena ju-
risdicción tales como: el Tribunal Federal de Justicia Fiscal
y Administrativa; las juntas de conciliación y arbitraje, el
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, la Suprema
Corte de Justicia y sus salas, tribunales unitarios y colegia-
dos y los jueces de distrito, lo anterior en el ámbito federal,
por lo que respecta a la materia agraria cantamos con el
Tribunal Superior Agrario.

Este tribunal agrario encuentra su fundamento constitucio-
nal en la fracción XIX del artículo 27 de la Carta Magna, y
fue creado por decreto en 1994, goza de autonomía y tiene
plena jurisdicción.

Los tribunales agrarios imparten justicia en la materia del
mismo nombre y tiene el objeto de garantizar la seguridad
jurídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la
pequeña propiedad, asimismo apoya en la asesoría legal a
los campesinos; son de jurisdicción federal y resuelven to-
das las controversias que atañen a los límites de terrenos
ejidales y comunales, cualquiera que sea el origen de éstos;
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de las controversias entre dos o más núcleos de población
y, en general para la administración de justicia agraria.

Los tribunales agrarios están integrados por magistrados cu-
yo nombramiento es realizado por el Ejecutivo federal y de-
signados o ratificados por el Senado de la República o en sus
recesos por la Comisión Permanente.

En congruencia con la Constitución, el artículo 17 de la
Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios prescribe que los
magistrados rendirán su protesta ante la Cámara de Sena-
dores o la Comisión Permanente, durarán en su encargo
seis años. Si concluido dicho término fueren ratificados se-
rán inamovibles.

Como se argumentó, la inamovilidad de que gozan los ma-
gistrados del Tribunal Agrario acarrea dos situaciones: por
un lado asegura la permanencia de sus funcionarios impar-
tidores de justicia y con ello se perfecciona la función ju-
dicial y por el otro, se crea un círculo vicioso, ya que sur-
gen cotos de poder, al interior de dicho órgano, es decir, la
administración de justicia se vuelve oligárquica lo que con-
traviene el espíritu de contenido en el artículo 17 de la Car-
ta Magna, en virtud de esa permanencia por años.

El espíritu de la presente iniciativa conlleva a la finalidad
de otorgarles permanencia a los magistrados del multicita-
do tribunal, para que atendiendo a su experiencia y capaci-
dad puedan ser ratificados hasta por otros tres periodos, es
decir, atendiendo a los resultados que arroje la evaluación
que se aplique a su función juzgadora, tengan la posibili-
dad de que se les ratifique por otros seis años para ejercer
el cargo, al término de los cuales por otro tiempo de igu~1
duración y por un último periodo por otros seis años. Este
último periodo sería fatal e improrrogable, es decir, ya no
podrán ser ratificados.

En síntesis, los magistrados durarán en su encargo, siempre
que sean ratificados, por la Cámara de Senadores o en sus
recesos por la Comisión Permanente, en total veinticuatro
años de servicio, al término de los cuales dejarán de ejer-
cer la administración de justicia en materia agraria y, por
tanto, gozaran de todos los beneficios que otorgue la jubi-
lación.

Con lo anterior se incentiva la sana competencia, de aque-
llos abogados que aspiren a ocupar el cargo de magistrado
del multicitado tribunal, y que han aglutinado una suerte de
experiencias porque han llevado una carreta jurisdiccional

en materia agraria, bajo el desempeño de diversas funcio-
nes dentro del esquema estructural de la justicia agraria.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi carác-
ter de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za a la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 116, 122 y 127 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 55,
fracción II, 56, 60, 63, 64, 176 y 179 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 1o., 8o. y 11 del acuerdo relativo a
las sesiones y al orden del día de la Comisión Permanente,
presento ante esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 17 de la Ley
Orgánica del Tribunal Superior Agrario

Artículo Único. Se reforma el artículo 17 de la Ley Or-
gánica del Tribula (sic) Superior Agrario, para quedar
como sigue:

Artículo 17. …

Concluido dicho término y atendiendo a su eficiente de-
sempeño en el cargo conferido, podrán ser ratificados
por otros tres periodos de la misma duración, sin que en
ningún caso se rebasen veinticuatro años de servicio con
la misma categoría.

…

Para el estudio de dicha iniciativa con proyecto de decre-
to por el Que reforma el artículo 17 de la Ley Orgánica del
Tribunal Superior Agrario, recibida del diputado Jorge
Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, esta comisión la divide de acuerdo con sus párra-
fos para el debido estudio y dictamen en la primera colum-
na aparece como actualmente lo consigna la actual ley en
el segundo cuadro la propuesta y en el tercer recuadro los
cambios que se proponen y en qué consisten los mismos
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Considerandos

1. La Comisión de Reforma Agraria coincide con el dipu-
tado que presentó la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 17 de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Superior Agrario, recibida del diputado Jorge Kah-
wagi Macari, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza,
en la sesión de la Comisión Permanente del miércoles 15
de agosto de 2012, así como con que el fundamento de ma-
yor relevancia de su iniciativa, se encuentra en el ámbito de
la justicia. Sin embargo, el problema que su iniciativa plan-
tea como de fondo no se cumple, ya que la inamovilidad y
la independencia del Poder Judicial están fuertemente liga-
das, ya que buscan promover resoluciones imparciales e in-
dependientes de presiones externas al imperio de la ley, lo
cual se dificulta si el cargo y duración en el mismo de los
magistrados estuvieran sujetos a amenaza o temor .de per-
derlos si no ceden a dichas presiones. Ésta busca, en últi-
mo término, otorgar seguridad jurídica a la ciudadanía, pa-
ra la solución de controversias.

2. Dicho artículo debe ser leído de manera concatenada con
los artículos de la ley que se pretende reformar.

Artículo 12. Para ser magistrado se deben reunir los si-
guientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento que no ad-
quiera otra nacionalidad y estar en pleno goce de sus de-
rechos civiles y políticos, así como tener por lo menos
treinta años el día de su designación;

II. Ser licenciado en derecho con título debidamente re-
gistrado, expedido cuando menos cinco años antes de la
fecha de la designación;

III. Comprobar una práctica profesional mínima de cin-
co años; y

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido conde-
nado por delito intencional que amerite pena privativa
de libertad.

Artículo 13. El retiro de los magistrados se producirá al
cumplir setenta y cinco años de edad o por padecer in-
capacidad física o mental para desempeñar el cargo. 
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3. De señalar como máximo veinticuatro años de servicio
al frente de una magistratura como lo propone en la modi-
ficación a la ley se estaría dejando el ejercicio de carrera en
el momento en que la experiencia y la pericia de un magis-
trado se encuentran en la cúspide pues su experiencia esta-
ría en tener la edad de 54 años.

4. Actualmente la magistrada que cuenta con menos edad
se encuentra al frente del Tribunal 49 en Cuautla, Morelos,
y cuenta con la edad de 35 años.

5. La edad de los magistrados agrarios actualmente para su
designación es cuando ellos tienen en promedio la edad de
45 años y la propuesta del diputado proponente es de que
el termino máximo en años para su función sea de 24 años,
es decir se retirarían en promedio a los 69 años y la ley ac-
tual dice que será a los 75 años de edad siempre que no
tengan ninguna incapacidad física o mental para desempe-
ñar el cargo es decir el cambio en la vida institucional de
los tribunales no sufriría beneficios reales con la modifica-
ción la ley.

Por lo expuesto y en virtud de los anteriores argumentos, la
Comisión de la Reforma Agraria en la LXII Legislatura so-
mete a consideración de la honorable asamblea los si-
guientes

Acuerdos

Primero. Se desecha en todos sus términos la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 17
de la Ley Orgánica del Tribunal Superior Agrario, recibida
del diputado Jorge Kahwagi Macari, del Grupo Parlamen-
tario de Nueva Alianza, en la sesión de la Comisión Per-
manente del miércoles 15 de agosto de 2012.

Segundo. Para los efectos legales conducentes túrnese co-
mo asunto debidamente dictaminado para su archivo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de febrero de 2013.

La Comisión de Reforma Agraria, diputados: Gisela Raquel Mota
Ocampo (rúbrica), presidenta; Omar Antonio Borboa Becerra (rúbri-
ca), José Guadalupe García Ramírez (rúbrica), Blas Ramón Rubio La-
ra (rúbrica), Jesús Morales Flores, Juan Manuel Rocha Piedra (rúbri-
ca), Maricruz Cruz Morales (rúbrica), José Luis Esquivel Zalpa
(rúbrica), Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, María Concepción Na-
varrete Vital (rúbrica), secretarios; Felipe de Jesús Almaguer Torres
(rúbrica), Martha Berenice Álvarez Tovar (rúbrica), María Celia Urciel
Castañeda (rúbrica), Alicia Concepción Ricalde Magaña (rúbrica), Da-

río Badillo Ramírez (rúbrica), Eduardo Román Quian Alcocer, Luis
Gómez Gómez, Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbrica), José Pi-
lar Moreno Montoya (rúbrica), Óscar Bautista Villegas, José Humber-
to Vega Vázquez, Héctor Narcia Álvarez (rúbrica), Darío Zacarías Ca-
puchino (rúbrica), José Antonio Rojo García de Alba, Guillermo
Sánchez Torres (rúbrica), José Antonio León Mendívil (rúbrica), Fran-
cisco Alfonso Durazo Montaño (rúbrica).»

REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, con puntos de acuerdo
por los que se desechan dos iniciativas con proyecto de de-
creto que reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y del Reglamento de la Cámara de Diputados

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias de la Cámara de Diputados, del honorable
Congreso de la Unión, le fueron turnadas, para su estudio,
análisis y dictamen, las iniciativas con proyecto de decreto
que reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 40, numeral 2, inciso a) y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 80, 82, 84, 85 y 158 numeral 1, fracción IV, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, expone a conside-
ración de esta asamblea el presente dictamen, de conformi-
dad con los siguientes

Antecedentes.

1. En la sesión del 18 de diciembre de 2012, la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados dio cuenta al Pleno, de
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presentada por el diputado
Tomás Torres Mercado (PVEM) y determinó turnarla a la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarias.
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2. La iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamentaria,
año XVI, número 3664-IV, el martes 11 de diciembre de
2012. 

3. En la sesión del 18 de septiembre de 2012, la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados dio cuenta al Pleno, de
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos y del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presentada por el diputado Marcelo de
Jesús Torres Cofiño (PAN) y determinó turnarla a la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. 

4. La iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamentarias
año XVI, número 3669-VII, martes 18 de diciembre de
2012. 

Contenido de las iniciativas

1. La iniciativa presentada por la el diputado Torres Mer-
cado propone regular los tiempos, respecto al procedi-
miento de discusión y votación de las iniciativas con ca-
rácter de preferente. 

2. Asimismo, la iniciativa propone adicionar un Titulo Sex-
to, denominado “De las iniciativas para trámite preferen-
te”, a fin de establecer el procedimiento que deberán seguir
las iniciativas para trámite preferente, en el cual se señala
que: el cómputo del plazo para la discusión y votación se-
rá de un máximo de treinta días naturales y empezará a
contarse desde el momento en que sea turnada la iniciativa
a la comisión para su dictaminación, salvo cuando inicie
una Legislatura, donde el cómputo se empezará a contar en
el momento que las comisiones ordinarias se encuentren
constituidas. Para la elaboración del dictamen de la inicia-
tiva, sugiere el iniciante, no se contemplarán otras que so-
bre el mismo asunto se hubiesen presentado y si las hubie-
re, serán consideradas como concluidas al dictaminar. 

3. En el mismo sentido, establece que en caso de que haya
concluido el plazo de treinta días y no se haya dictaminado
la iniciativa o en su caso la minuta, ésta se presentará en los
términos originales en la sesión inmediata del pleno de la
Cámara para ser discutida y votada; si la Cámara revisora
hubiese hecho modificación o adición al proyecto aproba-
do por la Cámara de origen, deberá convocarse a las comi-
siones dictaminadoras de ambas Cámaras para que se ten-
ga un dictamen sobre la minuta en un plazo máximo de
quince días naturales. 

4. Por cuanto a la iniciativa del diputado Torres Cofiño,
propone establecer plazos y procedimiento que seguirán
las Iniciativas o minutas correspondientes a las iniciativas
de carácter preferente, a fin de que haya seguridad y trans-
parencia en la discusión de las iniciativas preferentes en-
viadas por el Ejecutivo Federal. 

5. Lo anterior, expresa el iniciante, “resulta de capital im-
portancia ya que atiende a precisar una institución consti-
tucional de reciente creación, y delimita con claridad el trá-
mite legislativo a seguir, y evitar interpretaciones a modo o
distorsiones que pretenden mantener la “congeladora legis-
lativa”, como recientemente ocurre con las discusiones de
la iniciativa preferente de reforma laboral”. 

Consideraciones

1. La Cámara de Diputados está facultada para conocer y
resolver la iniciativa enunciada en los antecedentes de este
dictamen, de acuerdo con lo que señala el artículo 71, pá-
rrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

2. Merece la pena destacar las propuestas presentadas por
los iniciadores, con el objeto de regular un procedimiento,
relativo a una nueva facultad del Ejecutivo Federal, conce-
dida como producto de la reciente Reforma Política, con el
objetivo de contribuir a un mejor equilibrio y colaboración
entre dos de los Poderes de la Unión. Por ello, esta dicta-
minadora reconoce la importancia de ambas iniciativas
presentadas en diciembre del 2012. 

3. Es importante mencionar que las dos iniciativas propo-
nen modificar la Ley Orgánica, con el objetivo de incluir
como parte de su contenido, el límite para la presentación
del dictamen de las iniciativas con el carácter de preferen-
te, y una de ellas, propone regular dicho procedimiento, a
través del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

4. No obstante lo anterior, esta dictaminadora estima con-
veniente no aprobar ambas iniciativas puesto que el tiempo
en el que se presentaron coincidió con la elaboración del
Proyecto de la Comisión, por el que se modificó el Regla-
mento de la Cámara de Diputados, para establecer el pro-
cedimiento de presentación, turno, discusión y votación de
los asuntos relacionados con las iniciativas preferentes. 

5. Así, el pasado mes de diciembre de 2012, la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, aprobó
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una propuesta con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones del Reglamento de la Cámara
de Diputados, para regular el procedimiento de la iniciati-
va preferente, por considerar que el detalle de este meca-
nismo deberla estar regulado desde el Reglamento, con in-
dependencia de las posteriores reformas legales. 

6. El proyecto fue aprobado en lo general en la Cámara de
Diputados con 404 votos en pro y 1 en contra, el jueves 20
de diciembre de 2012. En lo particular los artículos reser-
vados 3 y 69, en sus términos; y 81 con la modificación
propuesta por el diputado Ricardo Monreal Ávila y acepta-
da por la asamblea.1

7. Con el procedimiento plasmado en la reforma señalada,
la Cámara de Diputados cumplió con el mandato constitu-
cional, para atender de manera puntual las iniciativas que
el Ejecutivo decida enviar o darles ese carácter. Así mismo,
evita ambigüedades en el momento de su recepción, así co-
mo los plazos que deberá atender para su dictaminación, en
caso de ser Cámara de origen o revisora. 

8. En este sentido, resulta evidente que las iniciativas mo-
tivo del presente dictamen, fueron superadas por la refor-
ma descrita y han quedado sin materia. 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, los inte-
grantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias de la LXII Legislatura, proponemos a
la consideración del pleno de esta honorable asamblea el
siguiente:

Acuerdo 

Primero. Se desechan las siguientes iniciativas:

1. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diver-
sas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por
el diputado Tomás Torres Mercado (PVEM). 

2. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diver-
sas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos y del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presentada por el
diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (PAN). 

Segundo. Archívense los expedientes como asuntos total y
definitivamente concluidos. 

Nota:

1 http://gaceta.diputados.gob.mx/ 

Así lo resolvieron los diputados integrantes de la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, en el Recinto Legislati-
vo de San Lázaro, en su Reunión Ordinaria del día 20 del mes de fe-
brero de 2012. 

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, diputados: Marcos Aguilar Vega (rúbrica), presidente; Alberto
Díaz Trujillo (rúbrica), Williams Oswaldo Ochoa Gallegos (rúbrica),
Brenda María Izontli Alvarado Sánchez (rúbrica), Ricardo Monreal
Ávila, Roberto López Suárez (rúbrica), Rubén Camarillo Ortega, Fer-
nando Rodríguez Doval (rúbrica), María del Rocío Corona Nakamura
(rúbrica), Cristina González Cruz (rúbrica), Norma Ponce Orozco (rú-
brica), Miguel Sámano Peralta, Eduardo Román Quian Alcocer, José
Evarardo Nava Gómez, José Alberto Rodríguez Calderón, Alfa Eliana
González Magallanes (rúbrica), Marcos Rosendo Medina Filigrana
(rúbrica), Jorge Salgado Parra (rúbrica), Felipe Arturo Camarena Gar-
cía (rúbrica).»

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Transportes, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 50 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Transportes de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión fue turnada para análisis y ela-
boración del dictamen correspondiente la iniciativa que re-
forma el artículo 50 de la Ley de Caminos, Puentes y Au-
totransporte Federal, presentada por el diputado Alberto
Anaya Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo.

La Comisión de Transportes, con las atribuciones que le
confieren los artículos 39, numerales 1 y 2, y 45, numera-
les 6, incisos e) y f), y 7, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así como 80,
numeral II, 81, numeral 2, 82, numeral 1, 84, numeral 1, y
85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
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consideración de los integrantes de esta asamblea el pre-
sente dictamen, de acuerdo con los siguientes

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del pleno de la Cámara de Diputados
celebrada el 11 de octubre de 2012, Alberto Anaya Gutié-
rrez, del Grupo Parlamentario Partido del Trabajo, presen-
tó iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 50 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte
Federal.

2. Con fecha 11 de octubre de 2012, la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión dictó
trámite: “Túrnese a la Comisión de Transportes, para dic-
tamen”.

3. En reunión de la Comisión de Transportes celebrada el
11 de diciembre de 2012 se aprobó el Programa para Des-
ahogar los Asuntos en Cartera.

4. En las dos primeras semanas de enero de 2013 se llevó
a cabo la investigación documental para allegarse de los
elementos necesarios a efecto de elaborar el dictamen res-
pectivo.

5. Durante las dos últimas semanas de enero de 2013 se
convocó a quienes estuvieran interesados en la iniciativa a
enviar los comentarios respectivos.

6. Con fecha 31 de enero de 2013, el pleno de la Comisión
de Transportes acordó turnar a las Subcomisiones de
Transporte Terrestre de Carga, y de Pasaje, para la elabo-
ración del predictamen correspondiente, la presente ini-
ciativa.

Descripción de la iniciativa

Se propone proteger el derecho fundamental del ser huma-
no, la vida, centrándose particularmente en el cuidado de la
seguridad vial en las carreteras del país, con la prohibición
de la circulación de camiones con doble remolque.

Consideraciones

1. El autotransporte de carga mueve 55 por ciento de las
mercancías nacionales y más de 80 por ciento de los pro-
ductos con origen y destino en otro país, principalmente el
mercado de Estados Unidos de América.

2. La oferta del autotransporte de carga se forma por más
de 110 mil transportistas. De ellos, 90 por ciento está cons-
tituido por microempresarios del transporte, conocidos co-
mo “hombres-camión”; 9, por pequeños y medianos em-
presarios; y sólo 1, por grandes empresarios del ramo, que
se distinguen por poseer más de 100 unidades.

3. Los grandes usuarios del servicio, aprovechando su po-
der en el mercado, han logrado, a través de sobrecargar los
camiones, subsidiarse, pagando por debajo el precio de los
fletes y trasladando este costo al país.

4. El marco jurídico que regula los volúmenes de peso y di-
mensiones para el servicio de autotransporte de carga es el
Reglamento sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad de
los Vehículos de Autotransporte que transitan en los Cami-
nos y Puentes de Jurisdicción Federal y la Norma Oficial
Mexicana NOM-012-SCT. Ésta considera, en materia de
carga, 23 posibles configuraciones para elegir la que mejor
se adapte a las necesidades.

5. La norma también establece los pesos y las dimensio-
nes máximas con que pueden circular los vehículos, de
acuerdo con la configuración y el tipo de carretera.

6. De esa manera, el peso bruto vehicular máximo que se
autoriza va desde 13 toneladas, para un camión unitario de
2 ejes, por un camino tipo D, hasta 75.5, para un tractoca-
mión con dos remolques, por un camino tipo ET.

7. En relación con las dimensiones, éstas van de 12.5 me-
tros, en caminos tipo D, a 31, en caminos tipo ET.

8. La Ley Federal sobre Metrología y Normalización esta-
blece la obligación de revisar y, en su caso modificar cada
cinco años dicha norma. Precisamente en 2013 deberá lle-
varse a cabo este proceso.

9. En opinión de la Asociación Nacional de Transporte Pri-
vado, “es evidente que no es competencia de la Cámara de
Diputados dictaminar sobre disposiciones que forman par-
te de las facultades reglamentarias del Ejecutivo federal, so
pena de incurrir en una evidente invasión de competencias
y de la división de poderes”.

10. Por su parte, la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, “se pronuncia contra la iniciativa, toda vez que en
la actualidad hay disposiciones reglamentarias y normati-
vas que definen, con la especialidad que se requiere, entre
otros aspectos, las características de peso, dimensiones y ti-
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po de configuraciones que deben cumplir los vehículos de
carga y de pasaje, basadas en estudios técnicos, a fin de
mejorar los niveles de seguridad en la vida de las personas,
y del patrimonio nacional al disminuir los daños en la in-
fraestructura de las carreteras”.

11. La Comisión de Transportes consideró adecuado in-
cluir su opinión jurídica, la que presenta en el siguiente

Planteamiento

La iniciativa de modificación del artículo 50 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal se basa en as-
pectos muy sensibles, que relata la propia iniciativa y ase-
vera que tráileres con doble semirremolque son los causan-
tes de un sinnúmero de accidentes y que tienen que ver con
el detonante de la contaminación, así como con disposicio-
nes de seguridad vial para el frenado en las carreteras.

Estas consideraciones deben tomarse en cuenta para efec-
tos de carácter preventivo, pues no todas estas hipótesis
son atribuibles al modo de transporte que utiliza un tractor
que arrastra 2 semirremolques, de 40 pies, que es lo permi-
tido.

Sobre las aseveraciones que dan motivo a la propuesta de
modificación, debe decirse que se estima que para delimi-
tar la configuración de este tipo de vehículos no debe co-
rresponder a una disposición legal derivada de una ley sino
que, por tratarse de aspectos técnicos, deben ser concep-
tuados en un reglamento o en una norma oficial mexicana.
Al efecto, el propio artículo 50, que se pretende modificar,
da la respuesta: establece en su texto actualmente que los
términos y las condiciones a que se sujetará el servicio se
precisarán en los reglamentos respectivos.

Al efecto, hay a la fecha dos disposiciones que regulan el
peso, las dimensiones y la capacidad de los vehículos y se
refieren al Reglamento sobre el Peso, Dimensiones y Ca-
pacidad de Vehículos de Autotransporte que transitan en
los Caminos y Puentes de Jurisdicción Federal y la NOM-
012-SCT-2-2012, sobre peso y dimensiones.

Con relación a la propuesta de adición del artículo 50,
se señala lo siguiente:

Se estima innecesario que una ley prohíba la circulación de
camiones con doble semirremolque o que sobrepasen el
máximo de 22 toneladas de peso en su carga, así como la
longitud de las unidades de no exceder de 22 metros, toda

vez que –como se ha señalado– el propio artículo 50, en el
párrafo segundo, precisa que los términos y las condicio-
nes a que se sujetará el servicio se precisarán en los re-
glamentos respectivos.

De ahí resulta que no debe ser una disposición de la ley si-
no de la norma reglamentaria y, también, porque es un as-
pecto técnico de la norma oficial mexicana, además de que
debe haber una diferencia entre ley y reglamento. En virtud
de ello, por congruencia jurídica la ley es general y el re-
glamento es específico para que éste desmenuce el sentido
de la propia ley. Por otro lado, no sería congruente que en
una ley se señalara sólo una combinación vehicular y no to-
das las que pueden darse.

Conclusión

Se estima que los comentarios referidos en la iniciativa y
por estimarse que es una facultad reglamentaria correspon-
diente al Ejecutivo federal, se considera prudente remitir
los antecedentes de este caso y la propuesta que se preten-
de para que en el ámbito de su competencia la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes resuelva lo conducente en
materia reglamentaria.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Trans-
portes someten a consideración de la asamblea los si-
guientes

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
50 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral, presentada por el diputado Alberto Anaya Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total defi-
nitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de febrero de 2013.

La Comisión de Transportes, diputados: Juan Carlos Muñoz Már-
quez (rúbrica), presidente; Fernando Alfredo Maldonado Hernández
(rúbrica), Jesús Tolentino Román Bojórquez (rúbrica), Miguel Sámano
Peralta (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara (rúbrica), Francisco
Alberto Zepeda González (rúbrica), Jorge Rosiñol Abreu (rúbrica),
Luis Manuel Arias Pallares (rúbrica), Valentín González Bautista, Ma-
ría del Rosario de Fátima Pariente Gavito (rúbrica), secretarios; Rafael
Acosta Croda (rúbrica), José Angelino Caamal Mena (rúbrica), Marco
Antonio Calzada Arroyo (rúbrica), Fernando Cuéllar Reyes (rúbrica),
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Catalino Duarte Ortuño, Raúl Santos Galván Villanueva (rúbrica), Víc-
tor Rafael González Manríquez, Francisco Grajales Palacios (rúbrica),
Abel Guerra Garza (rúbrica), Javier Filiberto Guevara González (rú-
brica), María del Rosario Merlín García (rúbrica), Jesús Morales Flo-
res (rúbrica), Nabor Ochoa López (rúbrica), J. Jesús Oviedo Herrera
(rúbrica), Germán Pacheco Díaz (rúbrica), Humberto Armando Prieto
Herrera (rúbrica), Hugo Mauricio Pérez Anzueto, Francisco Tomás Ro-
dríguez Montero, José Soto Martínez, Jorge Terán Juárez (rúbrica).»

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL - 

LEY DE VIAS GENERALES DE COMUNICACION

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Dictamen de la Comisión de Transportes, con
puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
7o., 30 y 74 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal; y 20 de la Ley de Vías Generales de Comu-
nicación

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Transportes de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión fue turnada para análisis y ela-
boración del dictamen correspondiente la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman la fracción III
del artículo 7, el artículo 30 y la fracción I del artículo 74
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal;
y se adiciona un párrafo al artículo 20 de la Ley de Vías
Generales de Comunicación, presentada por el diputado
Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

La Comisión de Transportes, con las atribuciones que le
confieren los artículos 39, numerales 1 y 2, y 45, numera-
les 6, incisos e) y f), y 7, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así como 80,
numeral II, 81, numeral 2, 82, numeral 1, 84, numeral 1, y
85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de los integrantes de esta asamblea el pre-
sente dictamen, de acuerdo con los siguientes

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del pleno de la Cámara de Diputados
celebrada el 11 de diciembre de 2012, Ricardo Monreal

Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, presentó iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 7, 30 y 74 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, y 20 de la Ley de Vías Genera-
les de Comunicación.

2. Con fecha 11 de diciembre de 2012, la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión dic-
tó trámite: “Túrnese a la Comisión de Transportes, para
dictamen”.

3. En reunión de la Comisión de Transportes celebrada el
11 de diciembre de 2012 se aprobó el Programa para Des-
ahogar los Asuntos en Cartera.

4. Durante las dos primeras semanas de enero de 2013 se
llevó a cabo la investigación documental para allegarse de
los elementos necesarios a efecto de elaborar el dictamen
respectivo.

5. En las dos últimas semanas de enero de 2013 se convo-
có a quienes estuvieran interesados en la iniciativa a enviar
los comentarios respectivos.

6. El 24 de enero de 2013, en la Gaceta Parlamentaria se
publicó la prevención emitida por la Presidencia de la Me-
sa Directiva a efecto de presentar el dictamen correspon-
diente a la iniciativa.

7. Con fecha 31 de enero de 2013, el pleno de la Comisión
de Transportes acordó turnar a las Subcomisiones de Trans-
porte Carretero de Pasaje, y de Carga, para elaboración del
predictamen correspondiente, la presente iniciativa.

Descripción de la iniciativa

Establecer un límite superior para las tarifas correspon-
dientes a la explotación de los caminos y puentes federales,
aumentar las sanciones pecuniarias para los concesionarios
que no respeten las tarifas fijadas por la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes (SCT), y reafirmar el compro-
miso del gobierno de garantizar la creación, la subsistencia
o el mantenimiento de vías alternas libres de peaje.

Consideraciones

1. México tiene necesidad de mejorar sustancialmente su
infraestructura: de acuerdo con un estudio elaborado por el
Banco Mundial, de 155 países, el nuestro ocupa en este
renglón el lugar número 47.
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2. La red carretera nacional en 2012, según datos del sexto
Informe de Gobierno, de 2012, era del orden de 374 mil
272 kilómetros. De ellos, 49 mil 102 correspondían a ca-
rreteras federales y de éstos, 8 mil 459 eran de cuota; el res-
to de la infraestructura corresponde a carreteras estatales,
caminos rurales y brechas mejoradas que son libres de pa-
go por concepto de peaje o pago de derechos para circular
en ellas.

3. La inversión pública y la privada durante 2012 en carre-
teras alcanzó 87 mil 90 millones de pesos, 28.7 por ciento
superior a la realizada el año anterior. Esta inversión se uti-
liza para conservar, ampliar, mantener y reparar la red ca-
rretera federal.

4. De considerar el precio de la gasolina Magna como re-
ferencia, implicaría que a precios actuales (10.92 por litro),
la tarifa de peaje por kilómetro recorrido propuesta sería de
55 centavos, tratando por igual las recientes inversiones de
capital privado que, evidentemente, se afectarían en la re-
cuperación de sus inversiones, por ser insuficiente la cuota
de peaje citada, esto sin considerar los altos costos de man-
tenimiento y conservación que requieren las autopistas.

5. Las tarifas de peaje tienen como fin recuperar la inversión
del concesionario y de todos los gastos derivados de la pro-
visión del servicio, como el financiamiento, la conservación,
el mantenimiento, la explotación o la administración.

6. En mantenimiento, la conservación o la construcción de
vías alternas libres de peaje es una de las funciones inhe-
rentes a las que desarrolla la SCT y están consideradas en
la red carretera nacional. No olvidemos que contamos con
más de 40 mil kilómetros de carreteras federales libres de
peaje.

7. La SCT emitió su posición institucional, que “fue en
contra, toda vez que en términos generales se expuso que
no era procedente su aprobación por lo siguiente:

• Las tarifas por concepto de peaje tienen como fin la re-
cuperación de la inversión del concesionario y todos los
gastos de la provisión del servicio, como el financia-
miento, la conservación, el mantenimiento, la explotación
o la administración, considerando el aforo vehicular y el
tiempo de vigencia de la concesión;

• El costo de la gasolina magna no es un referente para
determinar tarifas de peaje, pues es un producto y el
tránsito por las autopistas un servicio;

• En términos del artículo 36, fracción XXI, de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, a la
SCT corresponde construir y conservar los caminos y
puentes federales, incluso los internacionales, y no son
de su competencia las vías alternas estatales y munici-
pales; y

• Con la entrada en vigor de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal quedó sin efectos el artícu-
lo 20 de la Ley de Vías Generales de Comunicación por
lo que se refiere a la materia de caminos y puentes fe-
derales”.

8. La Comisión de Transportes consideró adecuado incluir
su opinión jurídica, la que presenta en el siguiente

Planteamiento

La propuesta de iniciativa se basa fundamentalmente en los
artículos 11 constitucional y 12 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea
General de la Organización de las Naciones Unidas el 16
de diciembre de 1966, y ratificado por el gobierno de Mé-
xico en marzo de 1981, cuyas disposiciones se refieren
fundamentalmente a la libertad de tránsito. En especial, la
disposición constitucional señala: “Todo hombre tiene de-
recho para entrar en la república, salir de ella, viajar por su
territorio y mudar de residencia sin necesidad de carta de
seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos se-
mejantes. El ejercicio de este derecho estará subordinado a
las facultades de la autoridad judicial en los casos de res-
ponsabilidad criminal o civil y a las de la autoridad admi-
nistrativa por lo que toca a las limitaciones que impongan
las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad gene-
ral de la república, o sobre extranjeros perniciosos residen-
tes en el país”.

Partiendo del artículo 11 constitucional, se estima que la li-
bertad de tránsito consignada en la Carta Magna no tiene
que ver con la concesión de las carreteras, pues el espíritu
de esa disposición se refiere a la movilidad de las personas
para desplazarse en el territorio nacional y su ejercicio, en-
tre otras hipótesis, estará subordinado a las facultades de la
autoridad administrativa.

La facultad de concesionar los servicios públicos es de la
autoridad administrativa y, por tanto, la concesión para ex-
plotar una carretera es plenamente lícita, según los tratadis-
tas de derecho administrativo. Entre ellos, Gabino Fraga,
en el libro Derecho administrativo, señala: “La concesión
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administrativa es el acto por el cual se conceden a un par-
ticular el manejo y la explotación de un servicio público o
la explotación y el aprovechamiento de bienes del dominio
del Estado”.

El propio tratadista señala que la concesión es un acto mix-
to compuesto de tres elementos: un acto reglamentario, un
acto condición y un acto contrato. El acto reglamentario se
refiere a las normas o disposiciones legales a que deben su-
jetarse la organización y el funcionamiento del servicio; el
segundo elemento es el que, como el nombre indica, con-
diciona al concesionario a determinadas obligaciones que
la propia ley le fija y que establece la propia administración
pública en el otorgamiento de la concesión; y el tercer ele-
mento tiende a proteger los intereses del particular conce-
sionario, creando a su favor una situación jurídica que no
puede ser modificada unilateralmente por la administra-
ción.

Finalmente, debe precisarse que la autoridad administrati-
va en todos los casos tiende a proteger el interés social y el
orden público, y al efecto tiene derechos sobre la concesión
para modificarse cuando lo requiera el interés social.

Enlazado con este análisis, la iniciativa resalta que el cos-
to del peaje es excesivo y restringe el libre tránsito de ha-
bitantes y turistas en el territorio nacional, y que por esa ra-
zón resulta inconstitucional establecer casetas de cobro y
de cuota de peaje excesivas.

Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción se ha pronunciado en el sentido de que concesionar los
servicios públicos no es inconstitucional. Al efecto, en la
tesis 804046, en materia administrativa, Semanario Judi-
cial de la Federación, con el rubro “Ley de Vías Generales
de Comunicación. No es inconstitucional su capítulo de ex-
plotación de caminos… debe tomarse en consideración que
las carreteras nacionales tienen el carácter de bienes de uso
común y, por consecuencia, de dominio público, por lo que
no pueden ser aprovechadas libremente por los particulares
sino con las condiciones establecidas en las leyes corres-
pondientes (artículos 17, fracción VII; 2o., fracción I; y 8o.
de la Ley General de Bienes Nacionales), y estas condicio-
nes que son las fijadas en el referido artículo 152 de la Ley
de Vías Generales de Comunicación, no tienen como fina-
lidad limitar la libertad de trabajo (artículo 4o. constitucio-
nal) ni la de tránsito para el territorio nacional (artículo 11
de la propia ley suprema) sino establecer las bases para que
el referido servicio público de transporte se preste en la for-

ma en que lo requiere el interés social, sin que tampoco se
pierda de vista el interés mismo de los concesionarios”.

Así también, la exposición de motivos refiere un análisis
comparativo de las tarifas que se cobran por kilometro en-
tre algunos países con relación a México y las diferencias
existentes entre algunas autopistas que operan actualmente
aquí.

Al efecto, es importante precisar que el costo de peaje en el
país se rige fundamentalmente con dos connotaciones; es
decir, hay autopistas que el propio Estado mexicano opera
y explota a través de Caminos Puentes Federales o bien del
organismo que se creó para el rescate carretero y que en al-
gunos casos son operadas también a través del Banobras,
otras por algunas entidades federativas, que son explotadas
y administradas, por referirse a tramos de carreteras estata-
les, las cuales se construyen con recursos propios de las en-
tidades, como es el caso de Guanajuato y lo fue en su mo-
mento el estado de México.

Derivado de lo anterior, se puede señalar que la infraes-
tructura carretera creció a través de ejes carreteros o auto-
pistas a partir de la década de 1990, cuando se concesiona-
ron carreteras a favor de particulares y se duplicó la
cantidad de kilómetros con estas características, lo que
permitió un avance en el desarrollo económico de determi-
nadas regiones y aunque hubo un problema de rescate ca-
rretero la infraestructura carretera se desarrolló. Este tipo
de concesión se basó fundamentalmente en dos aspectos:
en el costo de la obra y en el número de usuarios que la po-
drían transitar. Al efecto se establecieron corridas financie-
ras que determinaban el tiempo de recuperación de la obra
y, de esa forma, se fijó el término de vigencia de la conce-
sión.

A partir de este análisis, se estima que la propuesta de inicia-
tiva de reforma de ley no es consistente para aprobarla como
se propone, pues simple y llanamente se pretende que las ta-
rifas por concepto de peaje, por cada 10 kilómetros de tramo,
no puedan rebasar 50 por ciento del costo del litro de gasoli-
na Magna o su equivalente.

La motivación que se hace para no aprobar la propuesta de
iniciativa de reforma de ley es que se estima que no puede
precisarse un trato igualitario de tarifa para costos diferen-
ciados por construir una obra y, además, esta disposición
no podría ser aplicable para las carreteras en operación por-
que se rigen a través de una concesión, ya otorgada, y a
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ninguna ley puede darse efecto retroactivo en perjuicio de
persona alguna. Por tanto, el objetivo de la iniciativa no se
cumpliría.

Con relación a la propuesta de modificación de artícu-
los, se señala lo siguiente:

• Por lo que se refiere a la propuesta de modificación del
artículo 7, fracción III, de la Ley de Caminos Puentes y
Autotransporte Federal, se estima innecesaria la pro-
puesta de modificación, toda vez que, como se ha seña-
lado, no se puede dar un trato igualitario a todas las con-
cesiones para explotar carreteras, al señalar que las
tarifas por cada 10 kilómetros no pueden rebasar 50 por
ciento del costo del litro de gasolina o su equivalente,
toda vez que el resultado de la tarifa va con relación al
costo de la obra y al tiempo de la concesión, lo cual pro-
piciaría que la recuperación del costo pudiera tardar
tiempos considerables, y estos servicios están sujetos al
derecho de reversión.

Se estima que la ley no puede fijar un costo de tarifa,
pues la determinación es materia del título de concesión.

• Por lo que se refiere al artículo 30, se estima innecesa-
rio que le fijen obligaciones que son inherentes a la pro-
pia SCT, pues a ésta dentro de sus funciones y derivado
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral corresponde garantizar el mantenimiento, la conser-
vación o la construcción de vías alternas libres de peaje,
toda vez que es una de las funciones que desarrolla y, en
todo caso, las vías alternas libres de peaje deben estar
consideradas en de la red carretera nacional.

• Por lo que se refiere a la propuesta de modificación del
artículo 74, debe decirse que el espíritu del legislador ,
al dictar esta disposición, se refiere a los servicios de au-
totransporte federal en sus diversas modalidades y no
para concesionar carreteras. Por ello sería una adición
contraria al espíritu del legislador.

• Finalmente, por lo que se refiere al artículo 20 de la
Ley de Vías Generales de Comunicación, debe decirse
que con la expedición de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal quedó sin efecto lo relativo a los
prestadores de servicios de vías generales de comunica-
ción, según el artículo tercero transitorio de dicha ley al
publicarse y si esta ley se refería a los prestadores de
servicios y no a los concesionarios de las carreteras, in-
dependientemente de ello, se estima que por congruen-

cia jurídica una ley no puede referirla a otra, al señalar
que las concesiones para explotar caminos y puentes se
estará a lo dispuesto en la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, ya que aunque no lo dijera esta
disposición, no se necesita referirla sino que se observa.

Conclusión

En congruencia con lo anterior, debe tomarse en conside-
ración que las tarifas se incrementan conforme a los títulos
de concesión, con base en el índice nacional de precios al
consumidor. Por tanto, se estima que no con esta reforma
se resuelve el incremento o costo de peaje en las casetas de
cobro. Ante tal circunstancia se estima necesario que se
convoque a una reunión a funcionarios de la SCT para que
informen de los proyectos en materia de concesión de ca-
rreteras y qué modalidades, distintas de las actuales, han
considerado para emitir los títulos de concesión y, deriva-
do de ello, se proponga adecuar el orden jurídico relativo a
esta materia.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Trans-
portes someten a consideración de la asamblea los siguien-
tes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman la fracción III del artículo 7, el artí-
culo 30 y la fracción I del artículo 74 de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal; y se adiciona un pá-
rrafo al artículo 20 de la Ley de Vías Generales de
Comunicación, presentada por el diputado Ricardo Monre-
al Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total defi-
nitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de febrero de 2013.

La Comisión de Transportes, diputados: Juan Carlos Muñoz Már-
quez (rúbrica), presidente; Fernando Alfredo Maldonado Hernández
(rúbrica), Jesús Tolentino Román Bojórquez (rúbrica), Miguel Sámano
Peralta (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara (rúbrica), Francisco
Alberto Zepeda González (rúbrica), Jorge Rosiñol Abreu (rúbrica),
Luis Manuel Arias Pallares (rúbrica), Valentín González Bautista, Ma-
ría del Rosario de Fátima Pariente Gavito (rúbrica), secretarios; Rafael
Acosta Croda (rúbrica), José Angelino Caamal Mena (rúbrica), Marco
Antonio Calzada Arroyo (rúbrica), Fernando Cuéllar Reyes (rúbrica),
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Catalino Duarte Ortuño, Raúl Santos Galván Villanueva (rúbrica), Víc-
tor Rafael González Manríquez, Francisco Grajales Palacios (rúbrica),
Abel Guerra Garza (rúbrica), Javier Filiberto Guevara González (rú-
brica), María del Rosario Merlín García (rúbrica), Jesús Morales Flo-
res (rúbrica), Nabor Ochoa López (rúbrica), J. Jesús Oviedo Herrera
(rúbrica), Germán Pacheco Díaz (rúbrica), Humberto Armando Prieto
Herrera (rúbrica), Hugo Mauricio Pérez Anzueto, Francisco Tomás Ro-
dríguez Montero, José Soto Martínez, Jorge Terán Juárez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se informa a la asamblea que, en cumplimiento al artículo
87 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se encuen-
tran publicados en la Gaceta Parlamentaria. En consecuen-
cia, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación eco-
nómica, si se aprueban los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Se con-
sulta a la asamblea si se aprueban los puntos de acuerdo.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, presidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Aprobados los puntos de acuerdo. Archívense los expe-
dientes como asuntos concluidos.
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